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La actualidad judicial viene presidida por la huelga de Letrados/
as de la Administración de Justicia. No cabe duda de que ejercen 
un derecho legítimo en defensa de sus pretensiones y que por ello 
ha de ser respetado. Como siempre, en este tipo de conflictos, la 
ciudadanía se ve especialmente afectada. Y en la medida en la que 
la administración de justicia es un servicio público que adolece 
desde hace tiempo de una grave carencia de recursos materiales 
y personales, el reciente desacuerdo en la mesa de negociaciones 
complica aún más su normal funcionamiento.  

Por otro lado, las próximas elecciones a Salas de Gobierno nos 
han llevado a que entrevistemos a la magistrada Montserrat Co-
mas, como buena conocedora de su funcionamiento. Nos da las 
claves sobre los principales problemas a los que se enfrentan, su 
labor, su representatividad y los cambios que se pueden abordar.

No podemos olvidar que se mantiene la falta de renovación del 
CGPJ. También la renovación del Tribunal Constitucional ha dado 
lugar a un relevante debate que hace que incluso en la opinión 
pública se susciten dudas en relación con la independencia de los 
jueces.  Para arrojar luz respecto a esta cuestión publicamos en 
este boletín un artículo sobre la independencia judicial en la juris-
prudencia, cuyo autor es nuestro compañero Benjamín Sánchez.  

En este boletín también tratamos la perspectiva de género, que ha 
dado lugar a que desde el CGPJ se implanten diversos cursos de 
formación por jurisdicciones y de forma transversal.  Esta forma-
ción es necesaria y obligada. Pasado un tiempo desde que se ha 
puesto en marcha este programa formativo, nos preguntamos, en 
un artículo escrito por el magistrado Juan Vacas, si la judicatura 
cuenta con sólida formación en esta materia.  

Otra cuestión que abordamos es la regulación de los delitos con-
tra la libertad sexual, que ha sufrido dos reformas recientes, que 
requiere analizar los cambios de forma clara y sistemática, razón 
por la que incorporamos el trabajo que ha realizado nuestra com-
pañera Concha Roig. 

Finalmente queremos recordar que Juezas y Jueces para la Demo-
cracia ha puesto en marcha una nueva convocatoria para la prepa-
ración gratuita de oposiciones a la carrera judicial y fiscal.  Tras el 
éxito de las anteriores, se flexibilizan los requisitos de acceso.  

EDITORIAL
B

O
LE

TI
N

 IN
FO

R
M

AT
IV

O
  F

E
B

R
E

R
O

 2
02

3



B
O

LE
TI

N
 IN

FO
R

M
AT

IV
O

  F
E

B
R

E
R

O
 2

02
3

4

SUMARIO:  a. El origen de la jurispru-
dencia del TJUE sobre independencia ju-
dicial y su fundamento. 
b. Los límites de la intervención del TJUE 
y la naturaleza material de mínimos de sus 
requisitos 

c. El contenido propio de la independen-
cia judicial en el derecho UE d.- Los test 
de apariencia y la independencia de un 
sistema judicial como elemento esencial 
de la operación judicial de control: La pro-
hibición de regresión en las garantías de 
independencia. 
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La visión de la independencia judicial ha 
de ser contemplada necesariamente con 
las aportaciones que desde hace tiempo 
vienen llegando del ámbito internacional, 
esencialmente europeo, y que inciden en la 
concepción de independencia judicial re-
forzando la misma desde una perspectiva 
múltiple y una posición multinivel. A esta 
cuestión nos referiremos en las siguientes 
páginas.

a.- El origen de la jurisprudencia 
del TJUE sobre independencia ju-
dicial y su fundamento

La “revolución encubierta”1 que el TJUE ha 
llevado a cabo en los últimos años sobre 
los conceptos básicos de “Estado de De-
recho” e “independencia judicial” suponen 
uno de los debates constitucionales más 
relevantes de los últimos tiempos2 y, nece-
sariamente, se han de enmarcar en el con-
texto de la defensa de los valores propios 
de la Unión Europea del art. 2 TUE dentro 
de un contexto en el que se ha desarrollado 
una importante deriva iliberal3 en algunos 
países del este y centro de Europa, muy 
especialmente Polonia y Hungría. Esta re-
acción no recoge más que una crisis y una 
tensión latente que hunde sus raíces con 
la radicalización de las políticas nacionales 
y el incremento del apoyo parlamentario a 
partidos con ideas y políticas que socavan 
de forma consciente y sistemática los va-
lores de la UE como la desarrollada por los 
gobiernos de Haider en Austria en torno al 

1	  �Es la expresión utilizada por MAGALDI MENDAÑA, NURIA. La garantía de independencia del juez europeo. 
Una revolución encubierta del TJUE. Estudios de Deusto. Revista de Derecho Público, vol. 70/01. Enero-ju-
nio de 2022. 

2	  �CORTÉS MARTÍN, J.M. (2020). Sorteando los inconvenientes del artículo 7 TUE: el advenimiento del control 
jurisdiccional del Estado de derecho. Revista de Derecho Comunitario Europeo, 66, 473-517.

3	  MAGALDI MENDAÑA, NURIA… pág. 84.
4	  CORTÉS MARTÍN, J.M… pág. 479. 

año 2000 o la expulsión de inmigrantes de 
etnia gitana y nacionalidad búlgara y ruma-
na de Francia en 20104.

La existencia de referencias a los valores 
de la Unión no es nueva. Tampoco es una 
cuestión que nos debiera sorprender. Es 
una constante que se ha profundizado en 
los últimos tiempos. La adhesión de los 
diferentes países a la hoy Unión Europea 
se basaba en la premisa de cumplimiento 
de unos criterios que exigían, entre otras 
muchas cuestiones, el cumplimiento de los 

“La “revolución 
encubierta” que el 
TJUE ha llevado a 
cabo en los últimos 
años sobre los 
conceptos básicos de 
“Estado de Derecho” 
e “independencia 
judicial” suponen 
uno de los debates 
constitucionales más 
relevantes de los 
últimos tiempos”
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criterios de Copenhague5. Estos requisitos 
permitieron establecer una presunción de 
cumplimiento de unos “valores”, hoy posi-
tivizados en el art. 2 TUE, pues son valores 
que los Estados declaran compartir con 
los demás Estados Miembros y que estos 
comparten con él6, formando una comu-
nidad de valores fraguada en el Derecho.

El punto de partida de la jurisprudencia 
comunitaria de cara a la profundización 
del concepto de Estado de Derecho e In-
dependencia Judicial y siempre con la cri-
sis constitucional polaca como trasfondo 
y contexto (y los hechos anteriores en el 
tiempo y que se han perpetuado en el mis-
mo en Hungría), ha sido la STJUE (Gran 
Sala) de 27 de Febrero de 2018 (C- 64/16) 
en el caso conocido como la Asociación 
sindical de Jueces Portugueses.

5	�  son unos requisitos mínimos de adhesión concretados por los Estados miembros en el Consejo europeo de 
Copenhague de 1993 y de Madrid de 1995 que establecían diferentes elementos, entre ellos, unos requisitos 
de tipo institucional como eran la existencia de instituciones estables que garanticen la democracia, el Estado 
de derecho, el respeto de los derechos humanos y el respeto y la protección de las minorías. Véase https://
eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=LEGISSUM:accession_criteria_copenhague . Consultado el 15 
de Diciembre de 2022.

6	  �Dictamen 2/13 del Tribunal de Justicia (Pleno) (Adhesión de la Unión al CEDH II), 18 de diciembre de 2014, 
EU:C:2014:2454, párr. 168. Citado en STEIBLE, BETTINA. Revista de derecho constitucional europeo, nº 35, 
2021.

7	  STEIBLE, BETTINA… op. Cit.

Esta sentencia va a marcar un hito propia-
mente constitucional dentro de la Unión 
Europea. Describe el análisis de los con-
ceptos de Estado de Derecho e Indepen-
dencia Judicial como integrantes de los 
valores de la UE consagrados en el art. 2 
TUE y como requisito estructural del “sis-
tema judicial europeo”. Como con concre-
ción y claridad dice BETTINA STEIBLE la 
idea subyacente a aquel caso, y que se 
ha consolidado en más de una decena de 
sentencias posteriores hasta la fecha, era 
que “precisamente porque los jueces na-
cionales lo son del Derecho de la Unión, 
debe la propia Unión garantizar la inde-
pendencia de esos jueces”7.

La vía a través de la cual el TJUE va a expo-
ner esta doctrina y la base del fundamento 
sobre el que gira toda la construcción ju-
rídica es el art. 19.1.II TUE que exige que 
“Los Estados miembros establecerán las 
vías de recurso necesarias para garantizar 
la tutela judicial efectiva en los ámbitos cu-
biertos por el Derecho de la Unión”, ello 
junto con el mecanismo de cooperación 
que supone la cuestión prejudicial (art. 267 
TFUE) y, por otro lado, el principio de coo-
peración leal de los Estados (art. 4.3 TUE) 
y que hace que cualquier órgano llamado 
a la aplicación del Derecho europeo deba 
cumplir las garantías y requisitos para do-
tar de efectividad al mismo. Dentro de ese 
derecho se encuentran los valores del art. 
2 TUE y en ellos el Estado de Derecho que 
exige como premisa la tutela judicial efec-
tiva, que requiere unos rasgos esenciales 

“precisamente 
porque los jueces 
nacionales lo son 
del Derecho de la 
Unión, debe la propia 
Unión garantizar la 
independencia de 
esos jueces”

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=LEGISSUM:accession_criteria_copenhague
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=LEGISSUM:accession_criteria_copenhague
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determinados en base al art. 47 CDFUE y 
art. 6 CEDH en el órgano para que pueda 
ser considerado órgano jurisdiccional entre 
la que se encuentra la independencia del 
mismo8 y que ya habían sido enunciados en 
la jurisprudencia como requisitos para admi-
tir la posibilidad de remisión de cuestiones 
prejudiciales. 

El razonamiento anterior es la base sobre 
la cual el TJUE se considera competente 
para analizar la independencia judicial con 
indiferencia a la aplicación o no del dere-
cho europeo en el caso concreto. Trascien-
de con ello el ámbito de la Carta de Dere-
chos Fundamentales que se establece en 
el art. 51 CDFUE y le concede una autono-
mía muy relevante respecto del contenido 
del derecho a la tutela judicial efectiva del 
art. 47 CDFUE para integrarlo, a la manera 
que se hace en las constituciones naciona-
les, como un requisito estructural del propio 
sistema judicial europeo como concreción 
del valor de Estado de Derecho (art. 2 TUE). 
El art. 47 CDFUE pasa a ser un parámetro 
de interpretación de cumplimiento del art. 
19.1.II TUE, o lo que es lo mismo, un re-
quisito institucional del propio sistema ju-
risdiccional9. Proyecta, por tanto, su com-
petencia más allá del caso concreto y hace 
un requisito sistémico del peculiar sistema 
judicial europeo esa independencia judicial 
que se exige a los órganos que lo compo-
nen orgánicamente de forma descentraliza-
da en órganos nacionales10.
Si el sistema judicial europeo se forma por 
el Tribunal de Justicia (el TJUE y el Tribunal 
General una vez desaparecido el Tribunal de 
la Función Pública) y los tribunales naciona-
les, se concluye que el TJUE puede anali-
zar la conformidad al derecho europeo de 

8	  �Apartado 38 de la STJUE de 27 de Febrero de 
2018 (C 64/2016).

9	  �STJUE de 20 de Abril de 2021 (C-896/19, Repu-
blikka c. Primer ministro) en su parágrafo 45.

10	  MAGALDI MENDAÑA, NURIA… pág. 91.

“Trasciende con 
ello el ámbito de la 
Carta de Derechos 
Fundamentales que se 
establece en el art. 51 
CDFUE y le concede 
una autonomía muy 
relevante"
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las normas de organización de los jueces 
y tribunales orgánicamente nacionales, 
aunque funcionalmente llamados a aplicar 
el derecho de la Unión, lo que entre otras 
cuestiones abre la vía potencial al control 
de dichas normas a través de los instru-
mentos europeos como el recurso de in-
cumplimiento (art. 258 TFUE) y las cues-
tiones prejudiciales (art. 267 TFUE).

b.- Los límites de la intervención 
del TJUE y la naturaleza material 
de mínimos de sus requisitos

Conviene igualmente, antes de analizar 
el contenido, establecer cuál es el límite 
de esta competencia que ha interpretado 
como propia el Tribunal de Justicia de la 
Unión, pues es reiterado en sus senten-
cias no sólo el ámbito positivo en el que 
se ha centrado la doctrina, sino también 
el lado negativo en el que no se repara 
con la misma intensidad.

Si bien es evidente de la jurisprudencia 
europea la competencia del TJUE para 
garantizar que los órganos que forman 
parte del sistema judicial europeo cum-
plan con los requisitos que la propia doc-
trina del mismo viene determinando des-
de antiguo y que se han ido ampliando 
y desarrollando por la propia jurispruden-
cia11, también expone los límites a la que 
la misma se sujeta. El TJUE afirma que no 
es competente para analizar la organiza-
ción judicial nacional, sino sólo el cum-

11	�  Véase la evolución que ha existido en los mismos, esencialmente a cuenta de la capacidad para plantear las 
cuestiones prejudiciales desde la STJUE Gabalfrisa, STJCE de 21 de Marzo de 2000 (C-110/98 a C-147/98), 
hasta la más moderna doctrina sobre estas cuestiones que puede predicarse, respecto del mismo órgano, el 
TEAC, y en base a este criterio de independencia en la STJUE Banco Santander c. TEAC, de 21 de enero de 
2020 C274/14.

12	 �Sirva el párrafo 102 de la STJUE de 5 de Noviembre de 2019 (C-192/2018, Comisión c. Polonia) reiterado a 
modo de estilo en todas las sentencias que tratan la crisis polaca por parte del TJUE y, en general, cada vez 
que aborda esta cuestión.

13	 �Sobre la competencia estatal para la determinación y organización de su administración de justicia véase la 
STJUE de 21 de Diciembre de 2021 (asuntos acumulados C357/19, C379/19, C547/19, C811/19 y C840/19), 
parágrafo 221.

plimiento de los requisitos que impone el 
derecho europeo en cuanto integra esta 
organización prefigurada en el sistema 
judicial europeo. La determinación de la 
organización judicial nacional, dentro del 
respeto a los requisitos del derecho eu-
ropeo, es una cuestión propia de cada 
Estado12.

Por tanto, no corresponde al TJUE ni a 
los órganos o instituciones de la Unión el 
establecimiento ni la determinación nor-
mativa, estructural o institucional de los 
sistemas judiciales nacionales que com-
ponen ese sistema judicial europeo. Se 
limitan a analizar el cumplimiento de los 
requisitos necesarios para que los mis-
mos puedan homologarse como suficien-
tes para llevar a cabo las funciones que, 
como tales, les corresponden en base a 
dicho art. 19.1.II TUE. Son por tanto un 
mínimum sustantivo que haya de predi-
carse de cualquier sistema u organiza-
ción judicial que se integra en el aparato 
descentralizado del sistema judicial euro-
peo con independencia de la forma que 
tenga esta, sus autoridades competentes, 
denominaciones o requisitos13.

Lo anterior es importante. Supone determi-
nar la naturaleza material de los requisitos 
del sistema judicial europeo con indepen-
dencia de su forma, adscripción o cualquier 
otra consideración. Es decir, un sistema que 
cumpla con esos requisitos de independen-
cia, o un órgano concreto que cumpla con 
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los requisitos materiales o sustantivos que 
establece el TJUE, no podrá ser enjuiciado 
por el mismo en sus aspectos formales o 
en su configuración de oportunidad y/o la 
mayor o menor bondad por falta de com-
petencia de los órganos e instituciones de 
la Unión para ello (todos los órganos de 
la UE, comisión incluida). El examen del 
TJUE es, simplemente, sobre la concu-
rrencia en los órganos judiciales de los re-
quisitos de independencia que señalan las 
normas. Ello lleva a que sea indiferente, 
por ejemplo, quien haga los nombramien-
tos si el nombrado posteriormente goza de 
independencia conforme a los parámetros 
aquí señalados14, pues esencialmente la 
independencia es una independencia en el 
ejercicio de la labor jurisdiccional15.
Igualmente, siempre dentro del respeto 
a ese mínimum que configura el derecho 
europeo, nada impide que los Estados 
miembros puedan añadir otros principios, 
bases o ideas rectoras en garantía de cua-
lesquiera bienes jurídicos que consideren 

14	  STJUE 20 de Abril de 2021 (C- 896/19, Republika c. Primer ministro), parágrafo 56.
15	  �SARMIENTO RAMÍREZ-ESCUDERO, D. Y ARNALDOS ORTS, E. (2022). La independencia judicial en la 

jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Revista de Estudios Políticos, 198, 121-151. doi: 
https://doi.org/10.18042/cepc/rep.198.05

necesarios o deseables. La regulación y la 
interpretación europea es de mínimos. 

c.- El contenido propio de la inde-
pendencia judicial en el derecho UE

La propia jurisprudencia comunitaria a la 
que hemos venido haciendo referencia es-
tablece el contenido material de esta inde-
pendencia judicial y los requisitos que la 
misma implica respecto del sistema judi-
cial nacional para su efectiva integración 
europea. Es de señalar que el núcleo de 
este contenido se ha ido desarrollando en 
una pluralidad de sentencias respecto del 
sistema judicial polaco, aunque no sólo 
respecto de este, sino que se han de re-
saltar decisiones clave que se han dado 
en cuestiones formuladas respecto de Ru-
manía o Malta, por poner algunos ejem-
plos. En términos generales completan un 
ámbito ya delimitado por el Tribunal Eu-
ropeo de Derechos Humanos que, para-
lelamente, está extendiendo su control al 
funcionamiento del Estado de Derecho en 
los países signatarios de la CEDH.
La determinación se ha ido estableciendo 
de manera concreta, muy especial y rele-
vantemente, a raíz de las decisiones del 
TJUE en relación a la crisis constitucional 
polaca y a partir de la STJUE de 5 de No-
viembre de 2019, dictada en el caso C- 
192/18 y en el recurso de incumplimiento 
presentado por la comisión frente a Polo-
nia por las reformas judiciales del gobier-
no que allí se formó y que se ha ido de-
sarrollando y perfilando en las posteriores.

La primera de las categorías del conte-
nido propio de la independencia judicial, 

“El examen del TJUE 
es, simplemente, 
sobre la concurrencia 
en los órganos 
judiciales de los 
requisitos de 
independencia que 
señalan las normas”
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la externa, coincide con la tradicional. La 
protección frente a la injerencia en la la-
bor judicial por parte de terceros ajenos 
a la misma, sea mediante instrucciones 
o presiones. En esta categoría de requi-
sitos deben incluirse necesariamente ele-
mentos que son previos a la labor juris-
diccional propiamente dicha como son los 
referentes a la composición del órgano, 
al nombramiento de sus integrantes, a la 
duración del mismo y cuestiones deriva-
das del ejercicio de la labor jurisdiccional 
como es la indispensable inamovilidad y 
tiene un contenido tanto directo, evitando 
la emisión de instrucciones. También cu-
bre la forma indirecta de cara a impedir 
cualquier tipo de presión menos evidente 
en el ejercicio de la independencia judicial 
como son los premios o los castigos por 
determinados comportamientos o deci-
siones.

La segunda de las categorías es la inter-
na que protege la independencia judicial 
en relación con la ajenidad respecto de 
las partes y una ausencia de interés en el 
resultado del proceso16. No obstante, la 
afirmación de esta categoría como propia 
de la independencia judicial, no es precisa 
en la medida en que se relaciona con la 
imparcialidad. Esta es un atributo diferen-
te y autónomo, aunque muy relacionado 
por su naturaleza. Puede ser objeto, y de 
hecho lo es en el TEDH, de examen con-
junto17 con aquella. Al ser una cuestión re-
lacional con un sujeto concreto que realiza 
funciones judiciales, puede ser objeto de 
remedio a través de las instituciones opor-
tunas, como son la recusación y absten-
ción. Es por ello que nos vamos a centrar 
en la independencia externa.

16	  STJUE de 5 de Noviembre de 2019 (c- 192/2018), parágrafo 110.
17	 �Guía de aplicación práctica del art. 6.1 CEDH en materia civil, parágrafo 123. Disponible en  

file:///D:/Usuarios/JU397560/Downloads/Guide-Art-6-SPA.pdf Consultado el 19 de Diciembre de 2022.

Atendiendo al desarrollo posterior de la ju-
risprudencia, resulta evidente que hay tres 
ámbitos esenciales sobre los que se pro-
yecta la independencia externa:

■  �El nombramiento para la realización de 
funciones judiciales y la constitución 
de los órganos.

■  �La inamovilidad de los jueces en ejer-
cicio.

■  �El sistema disciplinario.

file:///D:/Usuarios/JU397560/Downloads/Guide-Art-6-SPA.pdf
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Junto con estos elementos analizaremos 
algunos otros de naturaleza económica (la 
denominada independencia económica) y 
lo que se ha venido en llamar independen-
cia gubernativa como concepto ajeno, al 
menos hasta la fecha en que se escriben 
estas líneas, a esta línea jurisprudencial.

I.- El nombramiento de los jue-
ces y la independencia.

Por su especial trascendencia uno de los 
elementos que más han preocupado tanto 
al TJUE como al TEDH es el nombramien-
to de las autoridades judiciales. La base 
general, con gran sentido común por otra 
parte, es que el nombramiento no puede 
generar dudas legítimas en el ánimo de los 
justiciables como piedra angular del siste-
ma de garantías.

En el sentido anteriormente expuesto se 
ha conferido una importancia capital al 
cumplimiento de las normas legales que 
rigen el procedimiento de nombramiento. 
Si el nombramiento no respeta las normas 
que deben regirlo, más cuando estas son 
esenciales, el mismo constituye un juez 
que no está determinado por la ley, por lo 
que la independencia se ve vulnerada al 
suscitar dudas legítimas en el ámbito del 
justiciable al respecto de su impermeabi-
lidad frente a elementos externos que ha-
yan podido influir en el nombramiento18, lo 
que es una adaptación de la doctrina del 
TEDH y del propio TJUE respecto de sus 
propios jueces en la sentencia Simpson c. 
Comisión.

18	  STJUE de 6 de Octubre de 2021 (C- 487/19, caso W.Z.), apartados 152 y 153.
19	  �Magaldi, N. (2022). La construcción de un Poder Judicial europeo y las garantías de su independencia.  

Revista Española de Derecho Constitucional, 125, 127-157. Pág. 148.
20	  Nos remitimos nuevamente al caso Republika c. Primer ministro. 
21	  �Sobre la explicación desarrollada del sistema y cierta crítica al mismo véase MAGALDI, N. La construcción 

de un poder…. Pág. 150. 

Por otra parte, es necesario señalar que, 
otro de los requisitos que debe contener el 
sistema de nombramientos judiciales, de 
cara a que este se considere conforme a 
la independencia judicial es que permita la 
tutela judicial efectiva. Es decir, la decisión 
debe ser objeto de un control judicial19 
efectivo como forma de revisar el mismo y 
determinar el cumplimiento de las normas 
fundamentales. 

Cabe insistir en que lo fundamental es que 
el nombrado o el órgano instituido funcio-
nes con las garantías propias de la inde-
pendencia. Ello puede producirse sea cual 
sea la autoridad que lo nombra20, pues lo 
esencial es que no se susciten dudas en 
un análisis en dos pasos; ex ante y ex post. 
Es decir, sean estas, sobre la existencia de 
injerencias bien en el nombramiento, bien 
en el desarrollo jurisprudencial. Por su im-
portancia para posteriores estudios recor-
damos que la opinión del TJUE se emite 
en un sistema en que el nombramiento se 
hace por el presidente maltés, a propuesta 
del primer ministro, previo dictamen de un 
comité formado por autoridades indepen-
dientes de designación gubernativa y/o 
parlamentaria, no por simples técnicos o 
expertos21. Lo decisivo es que este tipo 
de órganos a su vez sean independientes 
en el ejercicio de sus propias funciones de 
nombramiento y designación.

II.- La inamovilidad de los jueces 
y la independencia judicial.
Pocos atributos de la independencia ju-
dicial son más obvios e indiscutidos, por 
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tradicionalmente vinculados a la misma, 
que la inamovilidad. Desde luego lo es 
en España que tiene rango constitucional 
(art. 117.1 CE).

La inamovilidad, no obstante, ha sido tam-
bién tratada bajo la misma óptica por el 
TJUE. La situación y crisis constitucional 
polaca (insistimos nuevamente, muy dife-
rente en forma y fondo a la española) ha 
llegado hasta un punto que ha provoca-
do quiebras a esta garantía básica y na-
tural de la judicatura encubierta en las ju-
bilaciones de miembros de la judicatura, 
modificando la misma para provocar una 
jubilación masiva que motive un cambio 
en la estructura ideológica de estos. La 
inamovilidad se juzga, cuando se ha he-
cho por el TJUE22, como una garantía muy 
reforzada que sólo por motivos tasados 
y muy justificados puede verse afectada. 
Esta valoración exige, una vez más, apre-
ciar las circunstancias concurrentes en las 
que se adoptan las decisiones. 
Medidas como jubilaciones forzosas o 
denegaciones de prórrogas del servicio 
cuando las mismas están sujetas a una 
apreciación absolutamente discrecional 
por parte de los órganos directores como 
el presidente del tribunal pueden ponerla 
en riesgo y ser contrarias a la misma23. El 
objetivo es claro. Ningún juez puede ver 
comprometida su posición y continuación 
de la labor jurisdiccional por el contenido 

22	  STJUE de 5 de Noviembre de 2019 (c- 192/18, comisión c. Polonia). Parágrafo 113.
23	  STJUE 24 de Junio de 2019 (C- 619/18).
24	� Recuérdense las palabras del ministro Montero Ríos el día de apertura de los tribunales, de 1870, fecha de 

aprobación de la LOPJ de 1870 “ La inamovilidad sin la responsabilidad, es la tiranía del poder judicial. La 
responsabilidad sin la inamovilidad, es la arbitrariedad del poder ejecutivo. La inamovilidad sin la responsabi-
lidad, es la absorción en el poder judicial de todo derecho individual y social. La responsabilidad sin la inamo-
vilidad, es la ineficacia del derecho en su aplicación a los actos de la vida”. En acceso público en https://www.
worldcat.org/es/title/867294060 consultado el día 18 de Diciembre de 2022.

25	 �Sobre independencia judicial y responsabilidad disciplinaria véase Martín Ríos, P. (2020). Independencia y 
responsabilidad disciplinaria judicial: especial mención a las «diligencias informativas». Revista Española de 
Derecho Constitucional, 118, 77-‍108. doi: https://doi.org/10.18042/cepc/redc.118.03.

de sus resoluciones o fuera de las causas 
estrictamente legales, apreciadas por ór-
ganos competentes, por los cauces debi-
dos y con garantías judiciales para revisar 
tales decisiones.

III.- El régimen y el procedimien-
to disciplinario.
Sin duda alguna, quizá, el elemento que 
más distorsión puede producir a la inde-
pendencia judicial. y sobre el que más se 
ha debatido históricamente, es el régimen 
y el procedimiento disciplinario. Estas son 
las dos caras del estatuto judicial, tal y 
como desde muy antiguo viene señalán-
dose24. Si bien en la España actual este 
régimen disciplinario no ha configurado 
graves problemas a la consideración de 
independencia judicial25 debido a la pro-
cedimentalización clara, la separación de 
las autoridades competentes y las garan-
tías de tutela judicial efectiva respecto de 
las sanciones, no ha sido así en otros lu-
gares y ha dado lugar a una doctrina clara 
del TJUE.

Las sentencias que tratan sobre el régi-
men disciplinario se apoyan, como no 
puede ser de otra forma, en la concepción 
básica de evitar su utilización como forma 
de presión sobre la judicatura. Ello requie-
re, esencialmente para el TJUE, tanto un 
régimen de tipificación como de respuesta 

https://www.worldcat.org/es/title/867294060
https://www.worldcat.org/es/title/867294060
https://doi.org/10.18042/cepc/redc.118.03


B
O

LE
TI

N
 IN

FO
R

M
AT

IV
O

  F
E

B
R

E
R

O
 2

02
3

13

sancionadora que sea claro26 y un proce-
dimiento que respete las garantías, espe-
cialmente la posibilidad de impugnar ante 
una autoridad judicial independiente la 
decisión de sancionar27. Se debe asegu-
rar que, en ningún caso, nadie pueda ser 
sancionado por el mero contenido de sus 
decisiones, la interpretación del derecho 
o la elevación de cuestiones prejudiciales. 
La existencia de un mero error en la valo-
ración de la prueba, la aplicación o la in-
terpretación del derecho no es motivo su-
ficiente para la imposición de sanciones28.

26	 STJUE de 5 de Noviembre de 2019 (C- 192/18, Comisión c. Polonia). Parágrafo 114.
27	 STJUE de 15 de Julio de 2021 (c- 791/19, Comisión c. Polonia. Comisión disciplinaria). Parágrafo 80. 
28	 STJUE de 21 de Diciembre de 2021 (C357/19, C379/19, C547/19, C811/19 y C840/19), parágrafo 227.
29	 STJUE de 18 de Mayo de 2021 (C83/19, C127/19, C195/19, C291/19, C355/19 y C397/19), parágrafo 200.
30	 �Nótese que en el caso anterior caso no se consideró justificada la creación de una sección especializada 

de la fiscalía por motivo de la regulación procedimental que estaban sujetos y que permitían abrir 
procedimientos penales contra jueces que conocían de asuntos de corrupción con independencia del fun-
damento, pruebas y circunstancias de las mismas. De ahí que la conclusión en el parágrafo 223 sea muy 
estricta de cara a la posibilidad de establecer órganos especializados en materia penal para la investigación 
de infracciones judiciales. 

31	  STJUE de 27 de Febrero de 2018 (C- 64/16), parágrafo 45.
32	  STJUE de 7 de Febrero de 2019 (C- 49/18, Escribano Vindel c. Ministerio de Justicia). 

Es importante la doctrina que se ha elabo-
rado también de cara a las personas que 
ejercen la función inspectora de jueces y 
tribunales29. Las mismas deben reunir en 
cierta manera un grado de independencia 
y objetividad que no afecte al desarrollo 
de las funciones judiciales. Esto exige un 
escrupuloso respeto al procedimiento de 
nombramiento de dichas autoridades, que, 
no obstante pueden ser específicas para 
los cometidos disciplinarios siempre que 
cumplan escrupulosamente las condicio-
nes y requisitos de garantía de la indepen-
dencia judicial, lo que se ha de analizar tam-
bién conforme a las técnicas de apariencia 
global que analizaremos posteriormente30.

IV.- Un contenido impreciso: la 
independencia económica.
La llamada independencia económica de 
los miembros del poder judicial ha teni-
do cierto eco, como no puede ser de otra 
manera, en el ámbito profesional interno 
de la judicatura. La misma se acuñó en 
la STJUE Asociación sindical de los jue-
ces portugueses. Sin embargo, tanto en 
su formulación original31, como en el de-
sarrollo de su formulación posterior32 no 
se ha concretado el mismo más allá de la 
exigencia respecto del sistema retributivo 
para que esté “en consonancia con la im-
portancia y responsabilidad de las funcio-
nes que desarrolla”.

“quizá, el elemento 
que más distorsión 
puede producir a 
la independencia 
judicial y sobre el que 
más se ha debatido 
históricamente, 
es el régimen y 
el procedimiento 
disciplinario”
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Lo anterior tiene dos consecuencias. La 
primera, la indeterminación relativa del 
concepto de independencia económica, 
pues dependerá de las condiciones so-
cioeconómicas de cada uno de los Esta-
dos, e incluso dentro de cada uno de los 
estados miembros de las circunstancias 
económicas que afecten a cada uno de 
los puestos. La segunda es que existe un 
amplio margen discrecional nacional para 
apreciar las circunstancias que pueden 
llevar a la determinación de las retribucio-
nes económicas de jueces y magistrados.

Partiendo de lo anterior y señalando que el 
recorte de retribuciones en ambos casos 
se consideró conforme con la indepen-
dencia judicial por estar enmarcado dentro 
de un paquete de medidas generalizadas 
respecto del déficit público, sólo nos que-
daría aplicar a las medidas de reducción el 
test de las apariencias y la razonabilidad 
del resultado. Es decir, analizar la medida 
(más allá de su justicia o injusticia redis-
tributiva de los esfuerzos, de la eficiencia 
o de los criterios de equidad), para deter-
minar si es una forma de influencia en la 
judicatura y en sus funciones. La posibili-
dad, realmente, es limitada. En la STJUE 
Escribano Vindel se avaló que el nivel de 
recorte salarial, dentro de un contexto de 
medidas de ajuste del gasto público, fue-
ra diferente respecto de los miembros de 
la judicatura que respecto de otros ser-
vidores públicos. Lo prohibido es utilizar 
las retribuciones como una forma de pre-
sión o abrir el camino a estas a través de 
aquellas.

V.- Un concepto polémico y aje-
no a la jurisprudencia del TJUE: 
la independencia gubernativa.
Por último, nos referiremos a un elemento 
que se deduce por algunos juristas de es-
tas decisiones a las que antes nos hemos 
referido. Como puede verse el TJUE no se 

pronuncia en ningún caso sobre la forma 
de organización de la administración de 
justicia. No lo hace. Rechaza hacerlo de 
forma sistemática.

Desde esta perspectiva y limitándonos a 
la jurisprudencia del TJUE, en ningún lugar 
se ha dicho que de los tratados o del dere-
cho UE se deba deducir la independencia 
gubernativa entendida como la existencia 
de órganos constitucionales o administra-
tivos de naturaleza representativa. 

No hay tal declaración. Lo que hay son los 
requisitos que se exigen para que una for-
ma de organización y gestión del gobierno 
de jueces y magistrados (sea la que sea) 
no influya en la independencia de los jue-

ces y magistrados en el ejercicio de su la-
bor que, esa sí, es requisito irrenunciable 
del Estado de Derecho y de la UE. 
Gustará más o menos, pero las sentencias 
del TJUE no amparan las manifestaciones 
que sobre este particular se formulan de 
manera sistemática y mucho menos el 
concepto de “independencia gubernati-
va”. Lo que exige es que haya una inde-
pendencia real y unos mecanismos efecti-

“La llamada 
independencia 
económica de los 
miembros del poder 
judicial ha tenido 
cierto eco, como no 
puede ser de otra 
manera, en el ámbito 
profesional interno de 
la judicatura”
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vos que garanticen que no se puede influir 
en la decisión jurisdiccional por parte de 
elementos externos (sean políticos o in-
cluso judiciales, provenientes de la propia 
estructura judicial).

Dicho esto, lo que existe son requisitos 
materiales (no de forma) que deben garan-
tizar la independencia y la libertad de de-
cisión y resolución para los integrantes del 
poder judicial, evitando la influencia sea 
directa o sea indirectamente por factores 
externos. Conviene centrarnos en ello, 
pues lo que debemos hacer es el análisis 
de esos requisitos materiales que, como 
se ve en la jurisprudencia europea, pue-
den cumplirse de muchas y variadas ma-
neras. No hay una imposición europea de 
un modelo estrictamente corporativo en 
todas sus fases, y menos aún de un mo-
delo que lo único que haga sea modificar 
los agentes de la potencial distorsión de 
la independencia judicial de los agentes 
externos a los agentes internos en los tér-
minos a los que antes nos hemos referido. 

El TEDH se ha pronunciado de manera 
muy contundente, en relación a las san-
ciones sobre jueces y magistrados, en 
relación a la existencia de una importan-
te participación de los propios jueces en 
dichos órganos encargados de efectuar 
la aplicación33. Ello es importante, pues lo 
que se exige es la condición judicial para 
juzgar a los pares, motivado en buena ló-
gica por ser los mayores conocedores de 
los estándares y circunstancias que en la 
labor judicial existen y a las que sirven y 
exigen las normas disciplinarias.

33	  STEDH Volkov c. Ucrania. Parágrafo 109.
34	  STEDH Volkov c. Ucrania, parágrafo 112.
35	  �Véase art. 568, 572 y ss LOPJ, art. 205 del Reglamento del Congreso de los Diputados, art. 184.6 del Re-

glamento del Senado.
36	  STEDH Volkov. C Ucrania, parágrafo 103.
37	  STEDH Volkov. C Ucrania, parágrafo 109.
38	  SARMIENTO RAMÍREZ-ESCUDERO, D. Y ARNALDOS ORTS, E. … pág. 140.

La composición de estos órganos discipli-
narios, además, debe tener en cuenta la 
forma de elección de los jueces encarga-
dos de tales labores como una forma de li-
mitación de la influencia de otros poderes 
en la actuación de los mismos34. El aña-
dido es muy relevante y, además desde 
una visión española, es el núcleo de las 
discusiones sobre la posibilidad y la pro-
cedencia de mantener un sistema como 
el español, que no se olvide también tie-
ne una previsión de participación judicial 
en la proposición de candidatos a los 12 
puestos judiciales a vocales del CGPJ35.

Ello es importante, pues igualmente es 
doctrina reiterada que el CEDH no esta-
blece obligaciones teóricas respecto de 
conceptos constitucionales en los Esta-
dos signatarios del mismo. Tampoco es-
tablece límites a la relación e interacción 
de los poderes del Estado entre si36, por 
lo que hay una importante matización de 
la doctrina general de la no intervención 
en los procedimientos internos o en la in-
teracción entre poderes cuando de un ór-
gano disciplinario se trata donde sin lle-
gar a señalar la naturaleza obligatoria, sí 
que aprecia que es una cuestión relevante 
el ver que existen jueces en los órganos 
en cuestión37, tratando esta cuestión no 
como una obligación, como se entiende 
comúnmente, sino como un indicio o indi-
cador de la independencia, pues incluso el 
TJUE ha resuelto favorablemente sobre la 
existencia de independencia, aún en con-
tra del criterio y dictamen de la comisión 
de Venecia38

En definitiva, no estamos ante un concep-
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to propio de la jurisprudencia del TJUE, 
pues no ha sido tratado como tal. Tampo-
co estamos ante una obligación impuesta 
o asumida por la jurisprudencia del TEDH 
como requisito sine qua non, sino como 
una forma de indicio o valoración. Es un 
concepto que surge de otros ámbitos y 
ajenos a la labor jurisdiccional del TEDH 
en órganos de naturaleza consultiva y 
cuyo análisis es distinto al de las declara-
ciones jurisprudenciales. No debe restár-
sele importancia, ni mucho menos, pero 
tampoco desnaturalizar su valor o confun-
dir su origen, pues parafraseando al abo-
gado general BOBECK no dejan de ser 
una “provechosa fuente de información”39.

d.- Los test de apariencia y la in-
dependencia de un sistema judi-
cial como elemento esencial de 
la operación judicial de control. 
La prohibición de regresión en 
las garantías de independencia.

El resultado de estas garantías, el fin del 
sistema de garantías que protegen la in-
dependencia judicial, es según el TJUE 
“excluir toda duda legítima en el ánimo 
de los justiciables en lo que respecta a la 
impermeabilidad de dicho órgano frente a 
elementos externos y en lo que respecta 
a su neutralidad con respecto a los intere-
ses en litigio”40. Ello no sólo se consigue a 
través de las condiciones materiales que 
aseguren la existencia de los requisitos 
propios de la independencia judicial, sino 
que exigen garantías adicionales en de-

39	  �Conclusiones del abogado general Bobek de 23 de septiembre de 2020, Asociaţia «Forumul Judecătorilor 
din România» (C-83/19, C-291/19 y C-355/19, EU:C:2020:746), punto 170. Citado por SARMIENTO RA-
MÍREZ-ESCUDERO, D. Y ARNALDOS ORTS, E… pág. 149.

40	  STJUE de 5 de Noviembre de 2019 (c- 192/18). Parágrafo 111. 
41	  STJUE de 26 de Marzo de 2020 (C542/18 RXII y C543/18 RXII, reexamen Simpson c. Comisión), parágrafo 75.
42	  �Sobre esta cuestión, LAENERTS, K. (2022) El Tribunal de Justicia de la Unión Europea y la independen-

cia judicial. Revista de Derecho Comunitario Europeo, 72, 351-‍368. doi: https://doi.org/10.18042/cepc/
rdce.72.01. Visitado el 15 de Diciembre de 2022.

terminados ámbitos que puedan afectar a 
elementos que incidan de manera esencial 
respecto de las condiciones de indepen-
dencia, como son las garantías de tutela 
judicial efectiva frente a las sanciones que 
puedan afectar a la inamovilidad o que 
pueden incidir en su comportamiento.

Estamos ante una pluralidad de elemen-
tos que han de ser analizados caso por 
caso conforme a todas las cuestiones que 
pueden incidir sobre el propio sistema y, 
además, en cada uno de los casos para 
analizar la concurrencia de las circunstan-
cias que permitan apreciar la existencia de 
amenazas o quiebras respecto de la inde-
pendencia judicial. El elemento de “duda 
legítima en el ánimo de los justiciables” es 
un concepto jurídico indeterminado que 
se ha señalado por el TJUE (tomado del 
TEDH) que procede estimar concurrente 
cuando se ha producido una quiebra en 
el procedimiento de nombramiento de los 
jueces, muy especialmente en las normas 
esenciales del mismo41.

Esta cuestión de la duda legítima, por últi-
mo, que ha de ser la verdadera piedra de 
toque para el análisis de cualquier sistema 
judicial que se quiera realizar, se ha de ha-
cer a través de los denominados test de 
apariencias que expone la jurisprudencia 
del TJUE42. Se basan en la necesidad de 
acudir a elementos externos (como esa 
quiebra expuesta supra) para determinar 
la existencia o no de independencia real, 
pues debe haber una serie de elementos 
externos que aseguren una independencia 

https://doi.org/10.18042/cepc/rdce.72.01
https://doi.org/10.18042/cepc/rdce.72.01
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real de acuerdo con el lema “justice must 
not only be done, it must also be seen to 
be done”43. Es el conjunto del sistema el 
que actúa como contexto de análisis. Para 
llegar a la conclusión de una quiebra en 
la misma, se añade que puede haber in-
dicios individualmente considerados muy 
sólidos que lleven a tal conclusión o bien 
requiere analizar el conjunto de elementos 
que se dan en un lugar y que permiten, en 
su análisis global44, determinar la existen-
cia de esa falta de independencia. Depen-
de, por tanto, del contexto en la aplicación 
muy similar a la del TEDH.

La falta de independencia, además, será 
analizada por el TJUE tanto de iure como 
de facto. No se limita el TJUE a analizar los 
textos legales que regulan los aspectos 
anteriormente analizados, sino las condi-
ciones de su aplicación y ejercicio45. Es 
muy explícito en este sentido y constituye 
un criterio objetivo y desplazado del ám-
bito del test propiamente dicho la existen-
cia de reformas legales o constitucionales 
en los Estados miembros que reduzcan la 
independencia judicial respecto de aque-
llos niveles que existían en el momento 
de su adhesión a la Unión. El principio de 
no regresión queda muy claramente fija-
do en la jurisprudencia europea46 y es un 
parámetro de naturaleza prácticamente 
absoluta. No puede haber retrocesos en 
las garantías de la independencia judicial 
existentes respecto de las que se hubie-
ran alcanzado.

Desde este punto de vista, el concepto ju-
rídico indeterminado de duda legítima en 

43	  �KRZYWoń, A. (2020). La defensa y el desarrollo del principio de independencia judicial en la Unión Eu-
ropea. Revista Española de Derecho Constitucional, 119, 85-‍117. doi: https://doi.org/10.18042/cepc/
redc.119.03. Visitado el 15 de Diciembre de 2022.

44	  STJUE de 15 de Julio de 2021 (c- 791/19 Comisión c. Polonia, comité disciplinario). Parágrafo 110. 
45	  LAENERTS, K. (ibidem). 
46	  �STJUE de 20 de Abril de 2021, Republika c. Primer Ministro, parágrafos 63 a 65; STJUE de 21 de Diciembre 

de 2021 ( C357/19, C379/19, C547/19, C811/19 y C840/19) parágrafo 162.

el ánimo de los justiciables no es una remi-
sión al estado de opinión pública existen-
te en un determinado lugar y tiempo. Ello 
responde a otras cuestiones y parámetros 
que ninguna relación guardan con esta 
cuestión y que pueden verse influidos por 
diversas posiciones e intereses de grupos 
de presión, sean estos jurídicos, mediáti-
cos, políticos o de cualquier otra natura-
leza. No es, en definitiva, un juicio popu-
lar o de ánimos respecto de un sistema o 
una cuestión de opiniones plebiscitarias. 
No es la percepción, sino la existencia de 
elementos concretos y objetivos que glo-
balmente considerados determinen una 
posición contraria a la independencia.

Por tanto, estamos ante una operación ju-
rídica de calificación y análisis global de 
hechos que permitan dotar de significado 
al propio término, recordando que no es 
derivable la duda ni del ánimo subjetivo 
de quien la expresa, ni tampoco de cir-
cunstancias formales. Lo es del compor-
tamiento y resultados en el ejercicio de la 
labor judicial objetivamente acreditados y 
del riesgo esencial para la posición de las 
partes en un litigio que de ello se deriva.

“estamos ante 
una operación 
jurídica de calificación y 
análisis global de hechos 
que permitan dotar de 
significado al propio 
término"

https://doi.org/10.18042/cepc/redc.119.03
https://doi.org/10.18042/cepc/redc.119.03
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Existe una obligación del Estado de dar tal formación derivada 
de los TTII firmados por España en la materia.

Juan VACAS 
LARRAZ  
Magistrado del 
Juzgado de Primera 
Instancia nº de Lleida
Miembro del 
Secretariado de JJpD

¿ESTÁN LOS 
JUECES Y 
LAS JUEZAS 
FORMADAS EN 
PERSPECTIVA 
DE GÉNERO?

BOLETIN INFORMATIVO  FEBRERO 2023

1) Formación en perspectiva de género en sentido estricto

.1 Temario de la oposición:	

El examen de acceso a la Carrera Judicial y Fiscal por el turno libre comprende un tema-
rio en el que existen un número importante de temas que ya obligan al opositor formarse 
en violencia de género y perspectiva.

Reproduzco, a continuación, dichos temas:
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PARTE GENERAL: 3 temas exclusivos en materia de violencia de 
género y perspectiva.

 Tema 5   El principio y derecho fundamental a la igualdad y la prohibición de discri-
minación. El derecho a la vida y a la integridad física y moral. La libertad ideo-
lógica, religiosa y de culto. La protección jurídica de los extranjeros en España. 
Tema 6. Bases constitucionales de la prohibición de discriminación por razón de 
género. Textos e instrumentos auspiciados por Naciones Unidas contra la discri-
minación por razón de género: en especial la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer y el Comité ́ para la eliminación 
de la discriminación contra la mujer (CEDAW). La interdicción de la discriminación 
por razón de género en la UE. La legislación española sobre igualdad efectiva entre 
hombres y mujeres. 

 Tema 7    Derecho a la igualdad y lucha contra la violencia de genero. Las recomenda-
ciones generales 19 y 35 del Comité́ para la eliminación de la discriminación contra 
la mujer. El Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la 
violencia contra las mujeres y la violencia de genero. La LO 1/2004 de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Genero: Objeto y principios rectores, 
Medidas de sensibilización, prevención y detección, Derechos de las mujeres vícti-
mas de la violencia de género, Tutela institucional. Breve referencia a la Ley 1/2021, 
de 24 de marzo, de medidas urgentes en materia de protección y asistencia a las 
víctimas de violencia de genero. 

CIVIL: 3 temas donde se trata la perspectiva de género.

 Tema 4   Teoría de la interpretación: las diferentes concepciones. La aplicación e in-
terpretación de las normas jurídicas. La integración del principio de igualdad y el 
enfoque de género como informador del ordenamiento jurídico en la interpretación 
y aplicación de las normas jurídicas. La aplicación analógica. La equidad. 

Tema 77  Derechos de la infancia y la adolescencia y su protección conforme 
a la LO 8/2021. Especial referencia a la protección civil 

de su integridad frente a la violencia. La aplicación 
del principio del interés superior del menor y del 

derecho a ser oído. Análisis del artículo 158 del 
Código Civil. 

Tema 78  La perspectiva de género en el de-
recho de familia. Aplicación del principio de 
igualdad entre mujeres y hombres sobre los 

efectos personales y patrimoniales del matri-
monio. Aplicación del principio de igualdad entre 

mujeres y hombres sobre los efectos de la ruptura 
del matrimonio o la pareja de hecho. Estudio de los 
artículos 61 a 69 de la LO 1/2004 de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Genero. 
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PENAL: 3 temas donde se trata la perspectiva de género y un tema 
dedicado exclusivamente a los delitos de violencia de género y otro 
donde se tratan los delitos contra la libertad sexual.

 Tema 12    Circunstancias agravantes. Circunstancia mixta de parentesco. Análisis ju-
risprudencial de la agravante de género. El problema de la comunicabilidad de las 
circunstancias.

 Tema 18  La pena de multa. Las penas privativas de derechos, con referencia a las 
prohibiciones de aproximación y comunicación con la víctima y de residencia en 
determinados lugares en los delitos de violencia doméstica y de género. Las penas 
accesorias.

 Tema 20  Suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad. Especialidades 
en supuestos de violencia de género y doméstica. Revocación de la suspensión. 
Remisión definitiva de la pena. 

 Tema 30  Los delitos de violencia sobre la mujer por su pareja o expareja, su configura-
ción en la LO 1/2004. Análisis de los delitos de maltrato físico y psíquico, maltrato 
habitual, amenazas, coacciones, acoso y divulgación no consentida de imágenes 
o grabaciones de carácter íntimo.

PROCESAL CIVIL: 4 temas donde se trata la perspectiva de género.

 Tema 15  Las partes del proceso civil. Capacidad para ser parte. Capacidad procesal; 
la intervención en el proceso de personas con discapacidad. Representación; sus 
clases. Tratamiento procesal. La legitimación en el proceso civil. Concepto y clases 
de legitimación. La legitimación por sustitución. La legitimación para la defensa de 
consumidores y usuarios. La legitimación para la defensa del derecho a la igualdad 
de trato y no discriminación. 

 Tema 24   La prueba. Concepto de prueba. Las afirmaciones fácticas como objeto de la 
prueba; afirmaciones fácticas exentas de prueba: admitidas y notorias. La prueba 
del Derecho. Carga de la prueba. Proposición y admisión de la prueba: licitud de la 
prueba; pertinencia y utilidad. Anticipación y aseguramiento de la prueba. Valora-
ción de la prueba. La perspectiva de género como criterio integrador.

 Tema 35  Los procesos matrimoniales y sus clases. Competencia. Procedimientos: A) 
de nulidad, separación y divorcio contencioso. B) de Separación o divorcio de 
mutuo acuerdo. La audiencia de los hijos menores o con discapacidad precisados 
de apoyo. Medidas provisionales. Medidas definitivas. Ejecución forzosa de los 
pronunciamientos sobre medidas. Eficacia civil de las resoluciones de los Tribu-
nales eclesiásticos. Análisis del artículo 49.bis de la Ley de Enjuiciamiento Civil en 
supuestos de violencia de genero. 

Tema 58  Expedientes de jurisdicción voluntaria en materia de familia. Incidencia de la 
violencia de género en su Resolución; análisis del artículo 156 del Código Civil. 
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Expedientes de jurisdicción voluntaria relativos al Derecho sucesorio. Expedien-
tes de jurisdicción voluntaria relativos al Derecho de obligaciones. Expedientes 
de jurisdicción voluntaria relativos a los derechos reales. Expediente de subasta 
voluntaria. 

PROCESAL PENAL: 3 temas donde se trata la perspectiva de género.

 Tema 1     El proceso penal. Los sistemas procesales penales en general: proceso inqui-
sitivo; proceso acusatorio. El sistema procesal penal de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal: principio del juez imparcial, separación de instrucción y enjuiciamiento. 
El juez de garantías. Principios del proceso penal. El principio de oportunidad. La 
perspectiva de género en la jurisdicción penal. 

 Tema 15   Las medidas cautelares en protección de la víctima de violencia de género y 
sus hijos menores. Estudio de los artículos 544.bis a 544.quinquies de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y su reflejo en la Ley Orgánica 1/2004. Su aseguramiento 
con medios electrónicos. 

 Tema 23    La sentencia: estructura y contenido; exhaustividad y motivación. Valoración 
de la prueba. La perspectiva de género como elemento interpretativo. La presun-
ción de inocencia. El principio «in dubio pro-reo». La congruencia. Doctrina deriva-
da de las sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el ámbito del 
proceso penal. La doble instancia: recursos contra las sentencias de la Audiencia 
Provincial.

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO: 1 temas donde se trata la 
perspectiva de género.

Tema 5     La función pública. Regulación 
legal. Concepto de funcionario. Na-
turaleza y contenido de la relación 
funcionarial. Derechos y deberes 
de los funcionarios. Adquisición y 
perdida de la condición de funcio-
nario. Situaciones administrativas. 
Responsabilidad de los funciona-
rios. Conciliación de la vida laboral 
y familiar. Ordenación del tiempo de 
trabajo por razón de violencia de ge-
nero. 

SOCIAL: 5 temas donde se trata la 
perspectiva de género.

Tema 19  Prestaciones del trabajador. 
Derechos y deberes. Clasificación 
profesional. La efectividad del prin-
cipio de igualdad y la prohibición de 
discriminación directa e indirecta. 

 
  Ta sentencia: estructura 

y contenido; exhaustividad 
y motivación. Valoración de 
la prueba. La perspectiva 
de género como elemento 
interpretativo. La 
presunción de inocencia. El 
principio «in dubio pro-reo». 
La congruencia. Doctrina 
derivada de las sentencias 
del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos en el 
ámbito del proceso penal.
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Vacaciones, descansos y permisos. 
Prestación del trabajo, jornada y hora-
rio. Ordenación del tiempo de trabajo 
cuando se trate de trabajadores que 
tengan la consideración de víctimas 
de violencia de genero. 

 Tema 21  Vicisitudes de la relación laboral: 
movilidad funcional, movilidad geo-
gráfica, modificación sustancial de 
las condiciones de trabajo, suce-
sión de empresa, suspensión del 
contrato de trabajo y exceden-
cias. Tratamiento de la movilidad 
geográfica y de la suspensión del 
contrato para los trabajadores que 
tengan la consideración de víctimas 
de violencia de genero. 

 Tema 22   La extinción del contrato de trabajo. Despido disciplinario. Despido colec-
tivo. Extinción por causas objetivas, especial referencia a las faltas de asistencia 
al trabajo en los casos de trabajadores víctimas de violencia de genero. Especial 
consideración de la nulidad del despido en los casos de los trabajadores que ten-
gan la consideración de víctimas de violencia de genero. Extinción por voluntad del 
trabajador: menoscabo de la dignidad del trabajador, acoso sexual y por razón de 
sexo, supuestos de violencia de genero. 

 Tema 26   La Seguridad Social en materia de violencia de genero. La cotización en los 
supuestos de suspensión con reserva al puesto de trabajo. El desempleo: situa-
ción legal, determinación del periodo de ocupación cotizada y compromiso de 
actividad. Pensión de viudedad en supuestos de separación, divorcio y nulidad 
matrimonial. Prestación de orfandad y compatibilidades. Prestaciones de muerte y 
supervivencia: concepto, impedimentos y suspensión cautelar. Incremento de las 
pensiones de orfandad y a favor de familiares. 

 Tema 28     El proceso laboral ordinario y las modalidades procesales. Especial referen-
cia a las modalidades relativas de la tutela de los derechos fundamentales y liber-
tades públicas y a la de los derechos de conciliación de la vida personal, familiar 
y laboral reconocidos legal o convencionalmente y ejercicio de los derechos de la 
trabajadora víctima de violencia de genero; medidas cautelares. Régimen de recur-
sos. La ejecución laboral. 

1.2 Escuela Judicial:

En la Escuela Judicial, todos los y las alumnas que pasan por la misma deben formarse 
en perspectiva de género mediante:
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◗ Módulos generales de formación en perspectiva de género.

◗ Módulos por ámbitos jurisdiccionales en formación.

◗ Ponencias con operadores jurídicos especializados.

◗ �Simulaciones de actividades jurisdiccionales relacionadas con la violencia de géne-
ro: declaraciones, celebración de vistas, comparecencias, dictado de resoluciones.

En la fase de prácticas tuteladas, existen estancias en Juzgados de Violencia de Géne-
ro para todos y todas las alumnas.

1.3 Formación continua:

Se ha producido un incremento muy notable en los últimos años de las actividades for-
mativas en perspectiva de género.

a. Formación centralizada: incremento constante de los cursos en esta materia tanto 
por jurisdicciones como en formación interdisciplinar.

A modo de ejemplo, los cursos aprobados para el año 2022-2023 por las Comisiones 
Pedagógicas dependientes del Servicio de Formación Continua (Escuela Judicial) son 
los siguientes:

CIVIL: Un Curso Interdisciplinar titulado “Protección de Menores en Contexto de Violen-
cia”.

 
  Se ha producido un 

incremento muy notable 
en los últimos años de las 
actividades formativas en 
perspectiva de género.
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SOCIAL: Un curso de la jurisdicción titulado “El principio de igualdad y perspectiva de 
género en la jurisdicción social” y otro interdisciplinar titulado “Igualdad, conciliación y 
corresponsabilidad”.

PENAL: Un curso sobre los menores y las personas vulnerables en la jurisdicción penal; 
otro relativo a los delitos contra la libertad sexual; otro titulado “Nuevos retos en materia 
de violencia de género”; otro interdisciplinar sobre “Motivación y lenguaje inclusivo en las 
sentencias”

b. Formación descentralizada, dependiente de los órganos jurisdiccionales en los terri-
torios autonómicos, en los que también se celebran cursos de este tipo.

c. Curso de formación continua con perspectiva de género, derivado de las exigen-
cias del artículo 312.3 (necesario para la especialización). Un módulo general y cuatro 
específicos (uno por jurisdicción). 

Se ha pretendido transmitir el mensaje erróneo de que la única forma de obtener forma-
ción en perspectiva de género es superar este curso formativo.

Ello debe rechazarse de plano, teniendo en cuenta la amplitud de la oferta de cursos en 
materia de formación continua, que se expone supra.

También ha sido publicado en prensa que solo poco más de una cuarta parte de los y las 
integrantes de la Carrera Judicial han superado este curso y que ello demuestra que la 
formación no llega a toda la Carrera Judicial.

Este argumento resulta falaz por los siguientes argumentos:

1. �Para inscribirse a estos cursos ha existido en el pasado lista de espera, al haber-
se descentralizado su impartición.

2. �Los jueces y las juezas de recién ingreso, desde hace 
varias promociones, reciben una 
formación en perspectiva de géne-
ro muy potente en la Escuela Judi-
cial.

3. �Los restantes integrantes de la Ca-
rrera Judicial que no son de recien-
tes promociones o que aún no han 
podido hacer el curso, tienen una 
oferta formativa en esta materia 
muy amplia.

1.4 Cursos específicos del Observato-
rio contra la Violencia Doméstica y de 
Género (2002):

Debe destacarse que esta institución 
también celebra sus propios cursos en ma-
teria de violencia de género y perspectiva.
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2) Otras cuestiones a tener en cuenta

2.1 Comisión Igualdad Consejo:

Corresponde a la Comisión de Igualdad del Consejo General del Poder Judicial la elabo-
ración del Plan de Igualdad (el último publicado es de 2020), el protocolo frente al acoso 
y una guía sobre normas mínimas de lenguaje inclusivo.

Todas ellas pretenden implementar los compromisos internacionales asumidos por Es-
paña en la materia.

2.2 La Ley Orgánica del Poder Judicial regula la especialización de los juzgados de 
violencia de género, de los juzgados de lo penal con competencia exclusiva para 
enjuiciar estos delitos y la provisión de plazas de Magistrado en Audiencias Provin-
ciales que conozcan de esta materia:

La especialización de juzgados asumiendo estas competencias es también un avance.

Ello está regulado en los artículos 89 bis, 98, 312.3, 329.7, 330.5 e), todos ellos de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial.

3) Conclusiones
◗	 �La formación en perspectiva de género de los y las integrantes de 

la Carrera Judicial comienza en la oposición.

◗	 �Durante el periodo de Escuela Judicial, esa formación se mantie-
ne y adquiere una importancia extraordinaria.

◗	 �Superada la fase formativa en la Escuela Judicial, el compromiso 
del Consejo General del Poder Judicial, por imperativo legal, con 
la formación en perspectiva de género es una realidad y se viene 
incrementando en los últimos años de manera muy progresiva.

◗	 �Ello no es obstáculo para afirmar que dicho esfuerzo debe conti-
nuar e incrementarse, sin perjuicio de las decisiones en ese sen-
tido que pueda adoptar el poder legislativo que, como no puede 
ser de otra manera, serán asumidas por el poder judicial.

◗	 �Los jueces y las juezas, en general, tienen una sólida formación en 
perspectiva de género y muestran una clara disposición a recibirla.
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Miembro  
de la Sala 
de Gobierno 
del TSJC

1¿Crees que el sistema de elec-
ción a las Salas de Gobierno lle-

va a la infrarrepresentación de algu-
nas asociaciones? 
Por supuesto que sí. Quedan infrarrepre-
sentadas todas las Asociaciones menos la 
mayoritaria en el territorio. El sistema elec-

toral mayoritario que regula nuestra LOPJ 
es profundamente injusto e insatisfactorio 
porque niega la pluralidad existente en 
la Judicatura. Con una mayoría del 51% 
-sistema mayoritario puro- se puede copar 
el 100% de los puestos a cubrir. Y, esto 
es lo que viene sucediendo en la mayoría 

Montserrat 
Comas 
D´Argemir

ENTREVISTA A
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de territorios. En las últimas elecciones en Ca-
talunya nuestra lista y la de FV tuvieron muy 
buenos resultados. Sin embargo, solo entré yo 
y el resto de puestos fueron a favor, en su tota-
lidad, a la APM. 

Nuestra Asociación desde el año 2011 viene 
proponiendo la reforma de la LOPJ. Hemos 
remitido a los grupos parlamentarios diversas 
fórmulas para modificar la ley a fin de conse-
guir dos objetivos en la composición de las Sa-
las de Gobierno: garantizar su pluralidad y la 
paridad. La representación de cada candida-
tura debe ser proporcional al número de votos 
obtenidos. No entiendo la indiferencia de los 
grupos parlamentarios progresistas. Hemos de 
hacernos oír a fin de conseguir la sustitución 
del actual sistema de elección mayoritaria por 
un sistema proporcional, 
que refleje en las institucio-
nes los porcentajes de apo-
yo que las diferentes ofer-
tas programáticas tienen en 
la carrera judicial.

2Este sistema de 
elección es indicati-

vo de lo que supondría 
la elección del CGPJ 
por los propios Jueces? 
Si por supuesto. El sistema 
de elección mayoritario y 
no proporcional tiene unos 
resultados perversos. El 
órgano de gobierno de los 
Jueces nunca expresaría 
los cambios de la sociedad 
y del Parlamento. 

Pero en este tema el pro-
blema es otro. No se ha ce-
rrado en España el debate 
acerca de cuál es el mejor 
sistema de elección del 
CGPJ respecto a los doce 
Magistrados/as que proce-
den de la Judicatura. Es el 
único órgano de gobierno 

de un Poder del Estado que en democracia 
sigue cuestionándose su sistema de elección. 
Yo soy partidaria del sistema de elección par-
lamentaria porque entiendo que un órgano de 
gobierno de un poder estatal ha de estar vin-
culado a la soberanía popular. De todas mane-
ras, reconozco que es un sistema en crisis -no 
solo por el insoportable bloqueo institucional 
al que le ha sometido la derecha política impi-
diendo su renovación- sino porque el sistema 
se ha pervertido. No existe un debate transpa-
rente en las Cámaras de cuáles son las mejo-
res candidaturas. No participan todos los gru-
pos parlamentarios en el debate y selección, 
sino únicamente los dos partidos mayoritarios 
cuyas cúpulas cierran los nombres sin mayo-
res explicaciones. Tenemos dos tareas: seguir 
reclamando su urgente renovación y, regenerar 

"No participan todos los grupos 
parlamentarios en el debate y 
selección, sino únicamente los 
dos partidos mayoritarios cuyas 
cúpulas cierran los nombres sin 
mayores explicaciones."
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el sistema para hacerlo más transparente y re-
presentativo. 

3 ¿Cuáles son los principales proble-
mas que han de gestionar las salas 

de gobierno en estos momentos?
Las derivadas de la escasez en el incremento 
de la planta judicial en relación a la creciente 
litigiosidad. De ello se deriva la sobrecarga de 
muchos órganos judiciales en España, en un 
sistema que, además los Jueces tienen que 
sustituirse cuando hay una baja por enferme-
dad o cualquier otra incidencia. En los parti-
dos judiciales pequeños las sustituciones se 
hacen muy fatigosas.

Una gran parte de nuestro tiempo la dedica-
mos a proponer al CGPJ la adopción de pla-
nes de refuerzo -normalmente a través de co-
misiones de servicio con o sin relevación de 
funciones- para mejorar el funcionamiento 
de los órganos judiciales más atascados. La 
desatención a las necesidades de la Justicia 
española, que es un servicio público esencial 
para los ciudadanos, es un problema endémi-
co, pero es solucionable. 

Otra de las tareas importante es la relación 
con las Consejerías de Justicia de los Gobier-
nos Autonómicos que tienen las competen-
cias transferidas, para conseguir una mejor 
dotación de los medios materiales de la Ad-
ministración de Justicia (informática, edificios, 
formación de funcionarios interinos, etc.). Ha-
cemos buenos diagnósticos de las necesida-
des y nuestra tarea es conseguir que se vayan 
superando los déficits.

4 ¿Hay margen para hacer propuestas 
de cambio y mejoras en una campaña 

como candidato/a a una Sala de Gobierno?
Por supuesto. Hay que tomarse las elecciones 
muy en serio. Después del CGPJ, las Salas de 
Gobierno son el órgano de gobierno del terri-
torio donde se resuelve muchas cuestiones 
de interés para los Jueces/zas en permanente 
relación con los Decanos para atender los tur-
nos de sustitución, la aprobación de las nor-

mas de reparto, las peticiones de refuerzos, la 
formación descentralizada, etc. 

Las asociaciones judiciales jugamos en las 
elecciones un papel muy importante para 
crear, junto con no asociados, proyectos de 
participación comunes en torno a las mejoras 
y a las reivindicaciones que es necesario seguir 
impulsando. Hay formas distintas de gestionar 
los problemas de la Justicia y sus soluciones. 
Por eso la pluralidad dentro de las Salas de 
Gobierno es necesaria, no solo porque conse-
guiríamos una radiografía más fidedigna de los 
cambios en la Judicatura, sino además para 
poder conseguir un mayor acercamiento con 
todos los Jueces/zas del territorio.

5¿Que reflexiones haces sobre una 
nueva reforma tan rápida de los de-

litos contra la libertad sexual?
Las violencias sexuales constituyen un proble-
ma estructural y cultural que sufren las muje-
res en nuestra sociedad, en la que aún per-
viven los estereotipos de género, causantes 
principales de este tipo de violencia.
La ley de garantía integral de la libertad sexual 
es una exigencia del último Pacto de Estado 
contra la violencia de género. Responde tam-
bién a una reivindicación muy firme de un sec-
tor muy amplio del movimiento feminista. En 
ella se diseña una batería de medidas integra-
les que abordan el problema en su dimensión 
multidisciplinar. La parte penal aprobada se 
formula bajo un nuevo paradigma: la agresión 
sexual no ha de ser en puridad un delito de 
medio determinados -la violencia o la intimi-
dación-, sino que integra un ataque a la libre 
voluntad de la víctima. El nuevo modelo pi-
vota sobre la ausencia del consentimiento de 
la víctima, no sobre los medios tradicionales 
«violencia o intimidación». El consentimiento 
ha de ser en positivo. La ley aporta un cambio 
cultural a la sociedad y a los Jueces/zas que 
la aplicamos. No se trata de probar porque no 
se produjo resistencia, o porque no se dijo que 
no. Se trata de probar, que a pesar de no ha-
ber dicho que no por colapso o miedo, no se 
consintió.
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Sin duda alguna “el consentimiento” antes y 
después de esta Ley debe ser probado en el 
juicio por quien formula acusación cuando el 
acusado afirma que sí lo hubo. Es la garantía 
de la presunción de inocencia que ni esta ley ni 
ninguna otra puede poner en cuestión al tratar-
se de un derecho constitucional. 

En el diseño penológico, al fusionar dos con-
ductas antes distintas (el abuso sin violencia y 
la agresión con violencia o intimidación) se han 
rebajado los mínimos en varios tipos penales, 
lo que ha comportado la revisión de sentencias 
firmes, que ha desencadenado en los medios 
de comunicación una información desenfoca-
da e instrumentalizada. 

No entiendo que los políticos y políticas de los 
Ministerios que han intervenido en su elabo-
ración, o los parlamentarios y senadores que 
la han votado, no defiendan públicamente las 
razones del porqué se han rebajado las penas. 
No he oído a ningún político de la coalición 
de Gobierno aprovechar el debate social para 

explicar porque penas más al-
tas no garantizan una mayor 
protección a las víctimas. No 
los oigo explicar que el acento 
debe ponerse en la prevención, 
en el acompañamiento, en las 
medidas de ayudas sociales, 
de refuerzo de los equipos psi-
cosociales en los Juzgados, 
etc... No se ha hecho pedago-
gía en torno a una idea esencial 
cual es que la intervención úni-
camente del derecho penal no 
soluciona los problemas a las 
víctimas.

Ciertamente hay disfunciones que deben co-
rregirse para garantizar el principio de propor-
cionalidad porque las penas deben ajustarse a 
la gravedad de los hechos. El margen penoló-
gico en una violación desde los 4 a los 12 años 
no es razonable sin ningún corrector diseñado 
en la propia ley. Y, en mi opinión la agresión se-
xual acompañada de violencia o intimidación, 
dentro de esta misma horquilla, debe tener 
una penalidad superior. Tampoco es razonable 
que no pueda ponderarse la gravedad de la 
conducta -desde los 4 a los 12 años- cuando 
preceptivamente hay que rebajar un grado la 
pena -de 2 a 4 años- porque concurre una cir-
cunstancia atenuante muy cualificada o se ha 
producido el hecho en grado de tentativa.

Y aquí viene el problema que critico: la inca-
pacidad desde el Ministerio de Igualdad con el 
de Justicia para llegar a un acuerdo de cómo 
resolver técnicamente un mejor diseño de las 
penas en la ley. El no acuerdo, está generan-
do un debate social ruidoso, donde sonroja oír 
las críticas de unos a otros con descalificacio-
nes gruesas impropias de quienes gobiernan 
juntos. Merecemos que lleguen a una solución 
técnica conjunta. Fórmulas las hay. Han de 
superar las diferencias en el trámite parlamen-
tario. Caso contrario los principales afectados 
seremos toda la sociedad y, muy especialmen-
te las víctimas.

" No se trata de probar porque no se 
produjo resistencia, o porque no se 
dijo que no. Se trata de probar, que a 
pesar de no haber dicho que no por 
colapso o miedo, no se consintió"
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En la última década los delitos contra la libertad sexual ( art 178 y ss del Código Penal) han 
sido objeto de sucesivas reformas llevadas a cabo por las leyes orgánicas siguientes: LO 
5/2010, de 22 de junio; LO 1/2015, de 30 de marzo; LO 8/2021, de 4 de junio y LO 10/2022 
de 6 de septiembre. Ahora se pretende una nueva modificación con la proposición de ley 
presentada en este mes de febrero. El cuadro adjunto muestra la comparativa al respecto.

COMPARATIVA DE LA REGULACIÓN 
DE LOS DELITOS CONTRA LA 
LIBERTAD SEXUAL TRAS LA 
LO 10/2022 Y LA PROPOSICIÓN DE 
LEY DE MODIFICACIÓN DE ESTOS

BOLETIN INFORMATIVO  FEBRERO 2023

Concepción ROIG ANGOSTO 
 Magistrada de la Audiencia 
Provincial de Murcia.

DESPUES LO 10/2022 
(6 de octubre 2022)

PROPOSICION DE LEYANTES LO 10/2022

- Agresión sexual: Art 178
Atentar con la libertad sexual de 
una persona utilizando violencia o 
intimidación.
- Abuso sexual: Art 181
Atentar contra la libertad e indemnidad 
sexual:
a) sin violencia e intimidación
b) sin consentimiento.

Se consideran no consentidos, los
ejecutados sobre:

1. Personas privadas de sentido.
2. Personas de cuyo trastorno mental 
se abusare
3. Cometidos anulando la voluntad de 
la víctima mediante el uso de fármacos, 
drogas o cualquier sustancia natural o 
química idónea a tal efecto. Se imponía 
igual pena cuando el consentimiento se 
obtuviera prevaliéndose de superioridad 
que coarte la voluntad de la víctima

Agresión Sexual: Prisión de 1 a 5 años.

Abuso sexual: Prisión de 1 a 3 años o
multa de 18 a 24 meses.

Prisión de 1 a 4 años
(Modifica límite máximo)

Prisión de 1 a 4 años

Prisión de 1 a 5 años 
(supuestos 178.3)

- Agresión sexual: (desaparece el abuso 
sexual) Art 178.1 y 2
Realizar actos que atenten contra la 
libertad sexual de otra persona sin su 
consentimiento. Lo hay cuando lo haya 
manifestado mediante actos que, en 
atención a las circunstancias del caso 
expresen de manera clara su voluntad.

En todo caso será agresión sexual, los 
actos de contenido sexual 
*Que se realicen empleando:

- Violencia o intimidación.
- Abuso de una situación de 
superioridad
- Abuso de una situación de 
vulnerabilidad de la víctima

*Que se ejecuten sobre:
- Personas que se hallen privadas de 
sentido
- Personas de cuya situación mental se 
abusare

*Que se realicen cuando la víctima 
tenga anulada por cualquier causa su 
voluntad.

IGUAL 178.1 y 2

3. Si la agresión sexual se 
hubiera cometido empleando 
violencia o intimidación o 
sobre una víctima que tenga 
anulada por cualquier causa 
su voluntad, su responsable 
será castigado, en todo caso, 
con la pena de 1 a 5 años de 
prisión.

MODALIDAD 
BÁSICA 
VÍCTIMA 
MAYOR

PENA

Continúa
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DESPUES LO 10/2022 
(6 de octubre 2022)

PROPOSICION DE LEYANTES LO 10/2022

NO SE CONTEMPLABA

Art 178.3: Posibilidad de imponer la 
pena de prisión en su mitad inferior o 
multa de 18 a 24 meses:

- Atendiendo a la menor entidad del 
hecho y circunstancias personales del 
culpable.
- Necesidad de razonarlo debidamente 
en sentencia.
- Que no concurran las circunstancias 
del art 180 CP.

Agresión sexual (art 179)
Cuando la agresión sexual consista 
en acceso carnal por vía vaginal, anal 
o bucal, o introducción de miembros 
corporales u objetos por alguna de las dos 
primeras vías.

Art 178.4: Posibilidad de 
imponer la pena de prisión en 
su mitad inferior o multa de 
18 a 24 meses:
- Atendiendo a la menor 
entidad del hecho y 
circunstancias personales del 
culpable.
- Necesidad de razonarlo 
debidamente en sentencia.
- Siempre que no medie 
violencia o intimidación 
o que la víctima tuviera 
anulada por cualquier 
causa su voluntad.
-Que no concurran las 
circunstancias del art 180 CP.

La pena de prisión en su 
mitad inferior o multa de 18 
a 24 meses

IGUAL 179 (convierte en 
179.1 )

2. Si la agresión se cometiere 
empleando violencia o 
intimidación o cuando la 
víctima tuviera anulada por 
cualquier causa su voluntad, se 
impondrá la pena de prisión de 
seis a doce años de prisión.

SUBTIPO 
ATENUADO

PENA  

SUBTIPO 
AGRAVADO

PENA

AGRAVACIONES 
DEL SUPTIPO 
AGRAVADO

La pena de prisión en su mitad inferior o 
multa de 18 a 24 Meses

Agresión sexual (art 179) y abuso 
sexual (art 181.4) cuando consista 
en acceso carnal por vía vaginal, anal 
o bucal, o introducción de
miembros corporales u objetos por 
alguna de las dos primeras vías.

Agresión sexual (art 180.1). 
Cuando concurra alguna de las siguientes 
circunstancias:
1.ª Cuando la violencia o intimidación 
ejercidas revistan un carácter 
particularmente
degradante o vejatorio.
2. ª Cuando los hechos se cometan por la 
actuación conjunta de dos o más personas.
3.ª Cuando los hechos se cometan contra 
una
persona que se halle en una situación 
de especial vulnerabilidad por razón de 
su edad, enfermedad, discapacidad o 
por cualquier otra circunstancia, salvo lo 
dispuesto en el artículo 183.
4.ª Cuando, para la ejecución del delito, la 
persona responsable se hubiera prevalido 
de una situación de convivencia o de una 
relación
de superioridad o parentesco, por ser 
ascendiente, o hermano, por naturaleza o 
adopción, o afines, con la víctima.
5. ª Cuando el autor haga uso de armas 
u otros medios igualmente peligrosos, 
susceptibles de producir la muerte o 
alguna de las lesiones previstas en los 
artículos 149 y 150 de este Código, 
sin perjuicio de la pena que pudiera 
corresponder por la muerte o lesiones 
causadas.

Abuso sexual: (art 181.5)
Posibilidad de concurrencia de las 
circunstancias 3ª o 4ª del art 180.1.

Agresión sexual (art 180). 
Concurra alguna de las siguientes 
circunstancias, salvo que las mismas hayan 
sido tomadas en consideración para determinar 
que concurren los elementos de los delitos 
tipificados en los artículos 178 o 179:
1.ª Cuando los hechos se cometan por la 
actuación conjunta de dos o más personas. 
(antes era la 2)
2.ª Cuando la agresión sexual vaya precedida 
o acompañada de una violencia de extrema 
gravedad o de actos que revistan un carácter 
particularmente degradante o vejatorio.
3.ª Cuando los hechos se cometan contra una 
persona que se halle en una situación de especial 
vulnerabilidad por razón de su edad, enfermedad, 
discapacidad o por cualquier otra circunstancia, 
salvo lo dispuesto en el artículo 181.
4.ª Cuando la víctima sea o haya sido esposa o 
mujer que esté o haya estado ligada por análoga 
relación de afectividad, aun sin convivencia.
5.ª Cuando, para la ejecución del delito, la 
persona responsable se hubiera prevalido de 
una situación de convivencia o de parentesco, 
por ser ascendiente, o hermano, por naturaleza 
o adopción, o afines, o de una relación de 
superioridad con respecto a la víctima.
6.ª Cuando el responsable haga uso de 
armas u otros medios igualmente peligrosos, 
susceptibles de producir la muerte o alguna de 
las lesiones previstas en los artículos 149 y 150 
de este Código, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo 194 bis.
7.ª Cuando para la comisión de estos hechos 
el autor haya anulado la voluntad de la víctima 
suministrándole fármacos, drogas o cualquier otra 
sustancia natural o química idónea a tal efecto.

IGUAL 180.1 

SALVO QUE ELIMINA:
El último inciso del primer 
párrafo:
«salvo que las mismas hayan 
sido tomadas en consideración 
para determinar que concurren 
los elementos de los delitos 
tipificados en los artículos
178 o 179»

Y el nº 5 la especificación 
de los parientes:
«por ser ascendiente, o 
hermano, por naturaleza o 
adopción, o afines»

Y AÑADE:
Un último párrafo en el 180.1:
«Cuando en la descripción de las 
modalidades típicas previstas 
en los artículos 178 o 179 se 
hubieran tenido en consideración 
alguna de las anteriores 
circunstancias el conflicto se 
resolverá conforme a la regla del 
artículo 8.4 CP.»

Agresión sexual: (art 179) Prisión 
de 6 a 12 años

Abuso sexual: (art 181.4) Prisión de 
4 a 10 años.

Agresión sexual (art 179): Prisión 
de 4 a 12 años 
(Modifica límite mínimo)

Agresión sexual (art 179): 
Prisión de 4 a 12 años

Agresión sexual (art 179.2): 
Prisión de 6 a 12 años

Continúa
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DESPUES LO 10/2022 
(6 de octubre 2022)

PROPOSICION DE LEYANTES LO 10/2022

CAPITULO II BIS
 De los abusos y agresiones sexuales 

A MENORES DE 16 AÑOS

CAPITULO II 
De las agresiones sexuales a 

MENORES DE 16 AÑOS

Agresión sexual:
 - del 178.1: prisión de 2 a 8 años.
- del 179: prisión de 7 a 15 años.
(modifica límite mínimo y máximo).
180.2: Si concurren dos a más 
circunstancias: pena del 180.1 en su 
mitad superior.
180.3: Cuando el culpable se hubiera 
prevalido de su condición de autoridad, 
agente de esta o funcionario público, 
se impondrá, además, la pena de 
inhabilitación absoluta de seis a doce años

Agresión sexual:
180.1: (1 sola circunstancia)
- del 178. prisión de 5 a 10 años
- del 179. prisión de 12 a 15 años
180.2: Pena anterior en mitad superior si 
concurren dos o más circunstancias.

Abuso sexual:
181.5: pena en mitad superior si concurre 
la 3ª o 4ª del art 180.1 CP

Abuso sexual: Realizar actos de carácter 
sexual con un menor de 16 años.

Agresión sexual:
a) Cuando los hechos se cometan 
empleando violencia o intimidación.
b) Cuando mediante violencia o 
intimidación compeliere a un menor 
de 16 años a participar en actos de 
naturaleza sexual con un tercero o 
realizarlos sobre sí mismo.

Abuso sexual: (183.1)
Prisión de 2 a 6 años

Agresión Sexual: (183.2)
Prisión de 5 a 10 años

NO SE CONTEMPLABA

NO SE CONTEMPLABA

Art 181.1:
Prisión de 2 a 6 años

Art 181.2, párrafo 1º: Si en la conducta 
concurre alguna de las modalidades de 
agresión sexual descritas en el art 178: 
Pena de prisión de 5 a 10 años.

Art 181.2, párrafo 2º. Permite imponer 
la pena de prisión inferior en grado, en 
relación a la conducta del párrafo anterior, 
en atención a la menor entidad del hecho 
y valorando todas las circunstancias 
concurrentes, incluyendo las circunstancias 
personales del culpable, excepto cuando 
medie violencia o intimidación o concurran 
las circunstancias mencionadas en el 
artículo 181.4.

IGUAL 181.1

Art 181.2, Si en la conducta 
concurre alguna de las 
modalidades de agresión 
sexual descritas en el art 178, 
2 y 3: Pena de prisión de 5 a 
10 años.

Art 181.3 Permite imponer 
la pena de prisión inferior en 
grado, en relación a la
conducta del párrafo anterior, 
en atención a la menor 
entidad del hecho y
valorando todas las 
circunstancias concurrentes, 
incluyendo las circunstancias 
personales del culpable, 
excepto cuando medie 
violencia o intimidación o se 
realicen sobre víctima que 
tenga anulada su voluntad 
concurran las circunstancias 
mencionadas en el artículo 
181.5.

Art 181.1 párrafo 1º: Realizar actos de 
carácter sexual con un menor de 16 años.

Art 181.1 párrafo 2: Se incluyen:
a) Actos de carácter sexual realizados 
por el menor con un tercero.
b) Actos de carácter sexual realizados 
por el menor sobre sí mismo a 
instancias del autor.

Agresión sexual:
- del 178.1: prisión de 2 a 8 años.
- del 178.3: prisión de 5 a 10 
años.
- del 179.1: prisión de 7 a 15 años.
- del 179.2: prisión de 12 a 15 
años.
180.2: Si concurren dos a más 
circunstancias: pena del 180.1 en 
mitad superior.
180.3: Cuando el culpable se 
hubiera prevalido de su condición 
de autoridad, agente de esta o 
funcionario público, se impondrá, 
además, la pena de inhabilitación 
absoluta de seis a doce años

PENA

MODALIDAD 
BÁSICA 
VÍCTIMA 
MENOR

PENA 

SUBTIPO 
AGRAVADO Y 
PENA

SUBTIPO 
ATENUADO 
DEL 
ANTERIOR

Continúa
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DESPUES LO 10/2022 
(6 de octubre 2022)

PROPOSICION DE LEYANTES LO 10/2022

Art 181.3. Cuando el ataque consista 
en acceso carnal por vía vaginal, anal 
o bucal, o introducción de miembros 
corporales u objetos por alguna de las dos 
primeras vías.

Art 183.3 CP. Cuando el ataque 
consista en acceso carnal por vía 
vaginal, anal o bucal, o introducción 
de miembros corporales u objetos por 
alguna de las dos primeras vías.

Abuso sexual del 183.1 y 3:
prisión de 8 a 12 años

Agresión sexual del 183.2 y 3:
prisión de 12 a 15 años

Art 183.4: La de prisión que 
corresponda en su mitad superior.

Art 183.5: En todos los casos previstos en este 
artículo, cuando el culpable se hubiera prevalido 
de su condición de autoridad, agente de esta o 
funcionario público, se impondrá, además, la pena 
de inhabilitación absoluta de seis a doce años.

Art 181.5:  En todos los casos previstos en este 
artículo, cuando el culpable se hubiera prevalido 
de su condición de autoridad, agente de esta o 
funcionario público, se impondrá, además, la pena 
de inhabilitación absoluta de seis a doce años.

Art 181.4: La que corresponda en su 
mitad superior.

181.6. HIPERAGRAVACIÓN?:
Si concurrieren dos o más de las 
anteriores circunstancias, las penas 
del apartado anterior se impondrán 
en su mitad superior.

IGUAL SALVO QUE PASA A 
SER 181.7

Art 183.4. Si concurre alguna de 
estas circunstancias en las conductas 
previstas en los apartados anteriores (1, 
2 y 3) del propio precepto:

a) Cuando la víctima se halle en una 
situación de especial vulnerabilidad 
por razón de su edad, enfermedad, 
discapacidad o por cualquier otra 
circunstancia, y, en todo caso, cuando 
sea menor de cuatro años.
b) Cuando los hechos se cometan por 
la actuación conjunta de dos o más 
personas.
c) Cuando la violencia o intimidación 
ejercidas revistan un carácter 
particularmente degradante o 
vejatorio.
d) Cuando, para la ejecución del 
delito, el responsable se hubiera 
prevalido de una situación de 
convivencia o de una relación de
superioridad o parentesco, por 
ser ascendiente, o hermano, por 
naturaleza o adopción, o afines, con 
la víctima.
e) Cuando el culpable hubiere puesto 
en peligro, de forma dolosa o por 
imprudencia grave, la vida o salud de 
la víctima.
f) Cuando la infracción se haya 
cometido en el seno de una 
organización o de un grupo criminal 
que se dedicare a la realización de 
tales actividades.

Art 183.5. En todos los casos previstos 
en este artículo, cuando el culpable se 
hubiera prevalido de su condición de 
autoridad, agente de esta o funcionario 
público, se impondrá, además, la pena 
de inhabilitación absoluta de seis a 
doce años.

PASA A SER 181.4 E 
INCREMENTA LAS PENAS 
MÍNIMAS

En el caso del 181.1: prisión de 8 
a 12 años
En el caso del 181.2: prisión de 
12 a 15 años

IGUAL SALVO QUE:

PASA A SER 181.5 La que 
corresponda en su mitad 
superior si concurre alguna de 
las circunstancias.

Y EN LA LETRA E) ELIMINA LA
ESPECIFICACIÓN DE 
LOS PARIENTES: «por ser 
ascendiente, o hermano, por 
naturaleza o adopción, o afines»

Y AÑADE UN ÚLTIMO 
PÁRRAFO EN EL 181.5:
«En caso de que en la 
descripción de las modalidades 
típicas previstas en los
apartados 1 a 3 de este 
artículo se hubieran tenido en 
consideración alguna de las 
anteriores circunstancias el 
conflicto se resolverá conforme a 
la regla del artículo 8.4 CP.»

Art 181.3:
En el caso del 181.1: prisión de 6 a 12 
años (modifica límite mínimo)

En el caso del 181.2: prisión de 10 a 15 
años (modifica límite mínimo)

Art 181.4: Si concurre alguna de estas 
circunstancias en las conductas previstas 
en los apartados anteriores (1,2 y 3) del 
propio precepto:

a) Cuando los hechos se cometan por 
la actuación conjunta de dos o más 
personas.
b) Cuando la agresión sexual vaya 
precedida o acompañada de una 
violencia de extrema gravedad o 
de actos que revistan un carácter 
particularmente degradante o vejatorio.
c) Cuando los hechos se cometan 
contra una persona que se halle en una 
situación de especial vulnerabilidad 
por razón de su edad, enfermedad, 
discapacidad o por cualquier otra 
circunstancia, y, en todo caso, cuando 
sea menor de cuatro años.
d) Cuando la víctima sea o haya sido 
pareja del autor aun sin convivencia.
e) Cuando, para la ejecución del delito, 
el responsable se hubiera prevalido de 
una situación de convivencia o de una 
relación de superioridad o parentesco, 
por ser ascendiente, o hermano, por 
naturaleza o adopción, o afines, con la 
víctima.
f) Cuando el responsable haga uso 
de armas u otros medios igualmente 
peligrosos, susceptibles de producir 
la muerte o alguna de las lesiones 
previstas en los artículos 149 y 150 de 
este Código, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 194 bis.
g) Cuando para la comisión de estos 
hechos el autor haya anulado la 
voluntad de la víctima suministrándole 
fármacos, drogas o cualquier otra 
sustancia natural o química idónea a tal 
efecto.
h) Cuando la infracción se haya 
cometido en el seno de una organización 
o de un grupo criminal que se dedicare a 
la realización de tales actividades.

IGUAL SALVO QUE PASA A 
SER 181.4SUBTIPO 

AGRAVADO

PENA

PENA

INHABILIATCIÓN 
ESPECIAL  

AGRAVACIONES 
DEL SUPTIPO 
AGRAVADO
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TERCERA EDICIÓN 
DEL PROYECTO 
DE PREPARACIÓN 
GRATUITA PARA 
ACCESO A LA 
carrera 
judicial 
y fiscal

JJpD y la UPF han anunciado la tercera edición del proyecto de 
preparación gratuita para personas sin recursos que opositan 
a las carreras judicial y fiscal. En esta ocasión, y dentro de la 
disponibilidad de quienes se han ofrecido altruistamente a la 
preparación del acceso a estos cuerpos, se ha aumentado, de 
nuevo, el umbral económico para poder acceder al programa 
de quienes vayan a solicitarlo. Además, se ha reducido la nota 
mínima del grado o licenciatura exigible.
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En la última convocatoria del turno libre, una persona beneficiaria del 
programa consiguió superar la oposición, lo que demuestra la necesidad 
de proporcionar esta ayuda a quienes, de otro modo, no tendrían acceso 
a una preparación en condiciones de igualdad. Ello también ha puesto de 
manifiesto la implicación y buen hacer del grupo de personas dedicadas a 
la preparación que integran este programa. 

El proyecto mantiene su vocación transversal, de manera que puedan 
participar integrantes de la judicatura y fiscalía de cualquier asociación, 
o que no se hayan asociado, que tengan vocación de servicio público y 
deseen colaborar para favorecer el acceso a la función pública a quienes 

carecen de recursos para ello.
 

Confiamos en que en esta edición el número 
de solicitudes aumente de forma notable, tanto 

por el prestigio que empieza a adquirir este 
proyecto, como por las mayores facilida-

des que se han dado para acceder a esta 
ayuda. 
 

Este proyecto de preparación gratui-
ta debe servir de estímulo para mante-
ner la oferta de becas públicas para la 
preparación de la oposición que apro-
bó el año pasado el Ministerio de Justi-
cia a instancia de Juezas y Jueces para 

la Democracia. Y es que la preparación 
gratuita es un elemento esencial, pero no 

hay que olvidar que muchas personas pre-
cisan además de un apoyo económico que 

les permita una dedicación exclusiva. 

"En la última convocatoria del turno libre, una 
persona beneficiaria del programa consiguió 
superar la oposición, lo que demuestra la 
necesidad de proporcionar esta ayuda a 
quienes, de otro modo, no tendrían acceso a 

una preparación en condiciones de igualdad"

BOLETIN INFORMATIVO  FEBRERO 2023
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Con el amistoso ambiente que ca-
racteriza a esta comisión Con-
tencioso-Administrativa de la 

asociación, más treinta miembros de la 
asociación, entre asistentes, ponentes 
homenajeados e invitados, acudimos 
a Logroño para celebrar unas jornadas 
que tenía una doble naturaleza: por un 
lado la formación de sus miembros en 
distintos aspectos relacionados con 
el urbanismo, los contratos o el me-
dio ambiente, y, por otro lado, el ho-
menaje por su jubilación a un com-
pañero y asociado, Magistrado de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo 
desde antiguo, excelente cabeza 
para un juez, y siempre con dispo-
sición de ayudar a los compañeros, 
Don Segundo Menéndez Pérez.

Hay que destacar del aspecto for-
mativo de las jornadas, que co-
menzaron con dos ponencias a 
cargo de dos profesores univer-
sitarios, que se prestaron a pa-
sar con nosotros las jornadas, 
gracias a la intervención de nuestro co-
lega Carlos Coello. El primero de ellos, 
Xabier Arzoz inició un intenso debate sobre 
los efectos de las Sentencias del Tribunal 
Constitucional declarativas de inconstitucio-
nalidad sobre la motivación de las razones 
de limitación de los efectos retroactivos de 
las mismas y las desigualdades y situacio-

nes consolidadas que producen. El segundo 
interviniente, René Santamaría, nos explicó 
las diferencias de una economía circular y 
una lineal, manejando complejos conceptos 
como el de la malla ecológica, los planes de 
acción iniciados en las últimas comunicacio-
nes de la Comisión de la Unión Europea que 

JORNADAS CELEBRADAS 
EN LOGROÑO los días 24 
y 25 de noviembre de 2022 

BOLETIN INFORMATIVO DICIEMBRE2022BOLETIN INFORMATIVO DICIEMBRE2022actividades
  ASOCIATIVAS
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inciden en las políticas internas de los es-
tados miembros en materias como los re-
siduos y su tratamiento. Generó, sin duda, 
una interesante reflexión sobre el derecho 
subjetivo a usar los recursos naturales.

La tercera intervención fue a cargo de Mi-
guel Escanilla, compañero generoso que 
nos hizo de Cicerone, nos planificó unas 
muy buenas jornadas en su ciudad y fue el 
artífice del homenaje a Segundo. Trató de 
un tema muy delicado e importante, que es 
el de las deliberaciones, su forma, reglas y 
finalidad. Tema que sin duda debemos se-
guir desarrollando y que se propuso fuese 
objeto de estudio en las siguientes jorna-
das. En paralelo, Benjamín Sánchez expu-
so temas muy polémicos para los jueces 
de la primera instancia relativos a materias 
como la pruebas, las costas procesales o 
la plenitud de la apelación.

Después, nuestra compañera Luna, muy 
generosamente compartió con nosotros 
un estudio que realizó en materia de eje-
cución de sentencias de demolición, anali-
zando problemas que se plantean en este 
ámbito en relación a la prueba, al indebido 
uso previo de las medidas cautelares y a la 
legitimación en estos temas del Ministerio 
Fiscal.

Compartieron mesa Pedro Luis y Luis Vi-
llares y trataron, de forma brillante, temas 
como la no contratación, los encargos di-
rectos, las encomiendas, la acción de en-
riquecimiento sin causa y la responsabili-
dad administrativa en caso de buena fe.

También fue muy destacada, como siem-
pre, la intervención de Consuelo Uris, que 
con un completo PowerPoint nos ilustró 
sobre la figura del Mar Menor como ente 
con personalidad jurídica propia.

También compartió su trabajo y sabiduría 
con nosotros, Carlos Coello, y no solo en 
lo jurídico sino en lo gastronómico, históri-

co, artístico y musical. 

Finalmente, Alicia Millán, compañera 
siempre disponible, quien no solo nos ex-
puso las últimas novedades en materia de 
función pública, sino que, además, rindió 
homenaje a nuestra compañera Estrella 
Blanes, que se jubiló durante la pandemia 
y no habíamos tenido momento de dedi-
carle unas palabras de cariño.

En cuanto al homenaje a Segundo, fue un 
acto merecido y emotivo, que sirvió para 
que amigos suyos como Miguel Escanilla 
o Jesús Cudero, le expresasen, en nombre 
de todos, nuestro respeto, cariño y afecto. 
Acudieron muchos compañeros suyos del 
Tribunal Supremo, autoridades de la zona, 
familiares. 

Finalmente acordamos como lugar de 
próxima celebración de las V Jornadas, en 
noviembre de 2023, la ciudad de Toledo. 

Coordinación de la Comisión Contencioso 
adminisrativo

 
  Hay que destacar del 

aspecto formativo de las 
jornadas, que comenzaron 
con dos ponencias a 
cargo de dos profesores 
universitarios, que se 
prestaron a pasar con 
nosotros las jornadas, 
gracias a la intervención 
de nuestro colega Carlos 
Coello castigados con el 
mismo máximo de 12 años

actividades ASOCIATIVAS
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Los días 2 y 3 de diciembre de 2022 
nuestro compañero José María Fernán-
dez Seijo acudió, en nombre del Secre-

tariado de JJpD, a la reunión del Consejo de 
Administración de Medel convocado en Bar-
celona. 

El sábado empezó la reunión formal del Con-
sejo de Administración, con presencia de re-
presentantes de 15 asociaciones. Además de 
la presencia de UPF y JJpD, estaban presen-
tes varios jueces y juezas de las asociaciones 
judiciales francesa e italiana, juezas, jueces y 
fiscales alemanes, holandeses, polacos, búl-
garos, serbios, húngaros, chipriotas y por-
tugueses. Se invitó a dos jueces turcos que 
están exiliados en Bélgica, para que pudieran 
explicar la situación de la justicia en su país, 
especialmente preocupante ya que la depura-
ción hecha por Erdogan ha llevado a muchos 
de ellos al exilio y hay todavía algún magistra-
do en prisión. 

El día empezó con una dación de cuentas 
muy detallada de la actividad del Bureau du-
rante su mandato.

El Bureau presentó oficialmente la base de datos incorporada a la web de Medel (https://me-
delnet.eu/). Se aprobó el reporte sobre la situación de los derechos fundamentales en distintos 
países europeos, con especial referencia a Turquía, Polonia y Hungría.

Debe destacarse que se discutieron distintos comunicados, entre ellos, el remitido por el Se-
cretariado de JJpD acerca de la no renovación de los vocales del CGPJ, que fue aprobado 
junto a otros pronunciamientos sobre migración y sobre Guinea Bissau.

En el tramo final del Consejo de Administración se votó nuevo Bureau, dado que el presidente 
anterior Filipe Marques, agotaba su mandato. El nuevo Bureau, elegido por unanimidad, sigue 
la línea del anterior, permanecen gran parte de sus miembros. Debe destacarse que, por pri-

JORNADAS DE MEDEL 
EN BARCELONA 

BOLETIN INFORMATIVO DICIEMBRE2022actividades
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actividades ASOCIATIVAS

mera vez en la historia de la asociación, la presidencia recae sobre una mujer.

El nuevo Bureau lo forman:

◗  Presidenta, Mariarosaria Guglielmi (Magistratura Democratica - Italia).
◗  Vice-Presidenta, Monika Frąckowiak (Iustitia - Polonia).
◗  Secretaria-General, Iulia Craiu (UNJR - Rumania).
◗  Tesorero, Vincent Sizaire (Syndicat de la Magistrature - Francia).
◗  Miembros del Bureau, Karolina Tylová (CUJ – República Checa).
◗  Iria González (UPF - España).
◗  Paulo Lona (SMMP - Portugal).

El encuentro del Consejo de Administración de Medel fue muy interesante, la reunión se 
desarrolló en un clima de absoluta cordialidad, compartiendo objetivos y preocupaciones 
comunes.

Resulta muy positiva y necesaria la presencia española en Medel, impulsada en los últimos 
tiempos por la UPF. Es un espacio interasociativo que no debería descuidarse por su pro-
yección y repercusión internacional, dado que es un referente prestigioso en las institucio-
nes europeas (Consejo de Europa y Unión Europea), además de un referente en la defensa 
del Estado de Derecho y la Democracia en el complicado ámbito geográfico actual. 

UN ESPACIO DE 
REFLEXIÓN Y 
CONOCIMIENTO 
SOBRE LOS DEBATES ACTUALES 

DEL ÁMBITO JURÍDICO

3  N Ú M E R O S  A L  A Ñ O  P O R  S O L O  3 0 €

SUSCRÍBETE

https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLSeV_n8-eZN0rjR6-I_cLqFVHJZB-xQM3be7MORR8BBG3FRq7A/viewform
https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLSeV_n8-eZN0rjR6-I_cLqFVHJZB-xQM3be7MORR8BBG3FRq7A/viewform
https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLSeV_n8-eZN0rjR6-I_cLqFVHJZB-xQM3be7MORR8BBG3FRq7A/viewform
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T ras debatir y aprobar el informe del 
Secretariado, el comité se centró 
en analizar las distintas implicacio-

nes que supone el derecho a la vivienda. 
En diversas mesas redondas se debatie-
ron sus implicaciones constitucionales, el 
avance de su reconocimiento como de-
recho subjetivo, distintas experiencias en 
órdenes jurisdiccionales diversos, y algu-
nos fenómenos relacionados.  

actividades
  ASOCIATIVAS

COMITÉ PERMANENTE EN VALENCIA

LA VIVIENDA, UN 
DERECHO POR EL 
QUE LUCHAR
Los pasados 2 y 3 de febrero 
tuvo lugar en Valencia el 
Comité Permanente de 
Juezas y Jueces para la 
Democracia. 
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Contamos para ello con la intervención de 
Javier Burón, Gerente de la Vivienda del 
Ayuntamiento de Barcelona, que explicó la 
experiencia de la ciudad en el tratamiento 
integral de esta materia. También con la 
de Fernando Flores, Director del Instituto 
de Derechos Humanos de la Universidad 
de Valencia, que defendió la necesidad 
de políticas públicas de promoción de 
la vivienda, que las administraciones pú-
blicas no pueden eludir, y examinó algu-
nos avances en la legislación autonómica 
para el reconocimiento del derecho sub-
jetivo a reclamar a las administraciones 
públicas la efectividad del acceso a una 
vivienda digna. Sobre este último particu-
lar, la dignidad que debe caracterizar toda 
vivienda, se extendió Esther Castanedo, 
magistrada de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Cantabria. 

José María Fernández Seijo, Juez de lo 
Mercantil de Barcelona, expuso su ex-
periencia al plantear diversas cuestiones 
prejudiciales ante el Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea y la importancia del 
caso Kusinova, que liga el derecho a la 
vivienda con el de tutela judicial efecti-
va, con las implicaciones que compor-
ta. También intervino Ana García Orruño, 
magistrada en Bilbao y coordinadora de 
la Comisión de Derecho Privado, sobre la 

tutela civil del derecho a la vivienda y los 
remedios procesales que se han introdu-
cido en los últimos tiempos. Finalmente 
contamos con la participación de Carlos 
Suárez Mira, magistrado en A Coruña, 
que expuso la escasa incidencia de ca-
sos de ocupación de vivienda habitada en 
la experiencia de los tribunales y en las 
estadísticas de los organismos oficiales, 
contrastándola con la alarma mediática 
que suscitan. 

El Comité Permanente también acordó 
la celebración del próximo congreso de 
Juezas y Jueces para la Democracia en 
Bilbao, los días 15 y 16 de junio, bajo el 
lema “La Europa de los Derechos”, con el 
fin de abordar desde distintas perspecti-
vas la relevancia para la conformación de 
los derechos fundamentales y la influen-
cia en los tribunales nacionales de la ju-
risprudencia del Tribunal Europeo de De-
rechos Humanos y el Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea. 

actividades ASOCIATIVAS

 
   Fernando Flores, Director 

del Instituto de Derechos 
Humanos de la Universidad 
de Valencia, que defendió la 
necesidad de políticas públicas 
de promoción de la vivienda, 
que las administraciones 
públicas no pueden eludir
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publicaciones
  ASOCIATIVAS

Accede a todas nuestras publicaciones a través de la web

http://www.juecesdemocracia.es/2023/02/06/revista-jurisdiccion-social-240-enero-2023/
http://www.juecesdemocracia.es/2023/01/16/boletin-de-privado-numero-31-2022/
http://www.juecesdemocracia.es/2023/01/11/boletin-trata-de-seres-humanos/
http://www.juecesdemocracia.es/2023/01/19/revista-jueces-para-la-democracia-informacion-y-debate-numero-105-diciembre-2022/
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Diego GUTIÉRREZ ALONSO
Juzgado de Primera Instancia 
nº 18 de Zaragoza

AS 
BESTAS 

Los jueces y juezas en nuestros prime-
ros destinos hemos tenido que afron-
tar en muchas ocasiones “litigios de 
tierras”. En las pequeñas localidades 
o pueblos las fincas cobran especial 
importancia y cada palmo de terreno 
cuenta.   Discusiones por linderos, por 
la ocupación de una pequeña franja o 
zona, por los montes comunes, por las 
servidumbres… 

As Bestas es una película de excelente 
factura, que nos narra y lleva al extre-
mo una de estas situaciones de enfren-
tamiento vecinal, agravado por la xe-
nofobia. 

Rodrigo Sorogoyen vuelve a dirigir con 
maestría una historia de suspense que 

se cuece a fuego lento. Que por mo-
mentos parece un “western” moder-
no.  Especial mención a unos actores y 
actrices que dotan al relato de un gran 
credibilidad y realismo. Luis Zahera bien 
merecería la nominación al Goya solo 
por la discusión que mantiene en el bar 
y en la que expone sus razones con un 
tono y sentimiento que hasta hace du-
dar al espectador sobre si le asiste la ra-
zón en su particular visión del conflicto.  
Marina Foïs y Denis Ménochet son los 
protagonistas de origen francés y que 
aprendieron castellano expresamente 
para rodar esta película.  Brillantes. Las 
17 nominaciones a los premios Goya no 
son casualidad. Cada uno de los partí-
cipes de esta película roza la perfección 
para llegar a culminar una obra maestra 
de nuestro cine. 

Al final de la película es inevitable re-
flexionar sobre cómo resuelven el con-
flicto los hombres y cómo lo resuelven 
las mujeres.  Cómo los fuertes acaban 
siendo débiles. Cómo la sinrazón lleva 
a rostros de pesar y dolor. 

cultura y justicia

Filmaffinity: 7’8
IMDb: 7’6

Plataforma: en cines. 


